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			Presentación.

			


			La cuestión regional aparece y reaparece entre los pliegues del péndulo argentino. Muestra de la preocupación por la temática ha sido la concurrencia a estas XI Jornadas Nacionales de Investigadores en Economías Regionales, realizadas los días 2 y 3 de noviembre de 2017, organizadas por la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Entre Ríos (FCE- UNER) y el Centro de Estudios Urbanos y Regionales (CEUR-CONICET). 

			Los trabajos de investigación presentados se distribuyeron en 5 ejes temáticos: 1) Estatalidades y desarrollo rural; 2) Iniciativas en economía social y agricultura familiar en el contexto regional; 3) Comercialización de la producción: Circuitos tradicionales y alternativos; 4) Economías regionales en contextos urbanos: fragmentación y procesos alternativos; y 5) Instituciones y políticas de desarrollo productivo. 

			En el transcurso de ambas jornadas, se presentaron alrededor de 70 trabajos pertenecientes a más de 30 instituciones estatales, entre organismos de ciencia y técnica, universidades, y entidades gubernamentales de orden nacional, provincial y municipal. 

			A lo largo de las exposiciones y los intercambios se han expuesto hallazgos, certezas e inquietudes a partir de diagnósticos precisos, que emanan de significativos esfuerzos de vinculación tecnológica y teorización de los procesos sociales acaecidos en una porción importante del territorio argentino. En las puestas en común se ha observado la notable expansión de la capacidad argumentativa de los investigadores, algunos de los cuales acompañan las Jornadas desde su inicio, en el año 2007.

			Renovación y continuidad han sido dos elementos que acompañaron la participación de los asistentes y expositores. Renovación de líneas de investigación, desarrollo de nuevas temáticas, construcción de agendas de debate en torno a la actualidad argentina, latinoamericana y mundial. 

			En ese marco es que la presentación de Armando di Filippo (CEPAL) en torno a las “Turbulencias del orden internacional y su impacto en América Latina. Una interpretación estructuralista” permitió trazar un marco analítico desde el cual situar la dinámica y el contexto económico en el que se inserta la región. Los interrogantes generados a partir de la metódica y esclarecedora exposición de di Filippo aportaron un terreno fértil para la presentación del libro “Territorio y políticas públicas en el sur. Dinámicas socio-económicas en Argentina y Brasil a principios de siglo XXI” 

			De la presentación, participaron el Dr. Roberto Medici, el Dr. Javier Ghibaudi y el Dr. Ariel García, compilador del libro, el cual remarcó que la obra es una iniciativa surgida en 2015, al calor del balance necesario en torno a las políticas públicas orientadas hacia la generación de empleo y fortalecimiento del mercado interno que caracterizó desde inicios del siglo XXI a una significativa porción de las experiencias estatales latinoamericanas. En ese contexto, fue pensada como una producción académica que pudiera dar cuenta de las fortalezas, debilidades y cuentas pendientes de un lapso singular en la historia de Argentina y Brasil. Un testimonio para la tomas de posición acerca de los recurrentes ciclos político-económicos, los que Marcelo Diamand denominó “péndulo”.

			Además de los grupos de trabajo simultáneos en los diferentes ejes temáticos desarrollados en ambos días, las XI Jornadas contaron con otras tres instancias en formato de plenario. Por un lado, la Mesa de Debate: “Situación actual y perspectivas de las cadenas de valor agroindustriales en la provincia de Entre Ríos” a cargo de Néstor Domínguez (UNER) y Noelia Zapata (Gerente de La Agrícola Regional Cooperativa Limitada de Crespo) quienes tuvieron a cargo una descripción pormenorizada del impacto de la política económica en el entramado agroindustrial cooperativo de la región. 

			Por otro, el Dr. Víctor Ramiro Fernández (UNL) problematizó en torno al “doble movimiento” polanyiano en América Latina, al desarrollar en la segunda mesa su investigación sobre “Neo-desarrollismo y la resurgencia del Neoliberalismo”. Esta mesa permitió un debate en torno a la relación entre inercias neoliberales, burocracias estatales y proyectos populistas. 

			Por último, se presentó un segundo libro. En esta ocasión, se trató de la obra “Territorio Algodonero. Procesos de construcción de la identidad socio productiva vinculados al algodón en el Chaco” a cargo de Cristina Valenzuela y Oscar Mari. La autora expuso documentación que permitió apreciar las transformaciones capitalistas en el agro chaqueño, observando en particular los avatares por los que atravesó la pequeña producción agraria y sus devenires identitarios.

			Con las XI Jornadas Nacionales de Investigadores en Economías Regionales, se cumple ya la primera década de esta reunión científica, caracterizada por una relación estrecha con el sector productivo a partir de la vinculación tecnológica. Con este sello particular, centrado en el compromiso científico con los problemas sociales, se inaugura la segunda década.
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			Reflexiones sobre el encuentro

			


			El presente libro reúne la mayoría de los trabajos expuestos en las XI Jornadas Nacionales de Investigadores en Economías Regionales, y están organizados según los ejes correspondientes. A continuación, se presenta un breve resumen de cada uno de los ejes desarrollados durante las dos jornadas, elaborado por la coordinación de cada mesa.

			Eje 1. Estatalidades y desarrollo rural.

			Los evaluadores de los trabajos presentados y coordinadores de las mesas de trabajo del Eje 1 son: Carlos Cowan Ros, María Florencia Marcos, Beatriz Nussbaumer, Silvia Ryan e Ignacio Trucco.

			En el espacio del Eje 1 se presentaron siete ponencias.

			En líneas generales las ponencias pusieron de relieve la necesidad de articular en la comprensión de la reconfiguración de las economías regionales: 

			- el análisis multiescalar: interacciones que operan entre diferentes niveles de análisis, ya sean locales, provinciales, nacionales y/o regionales;

			- las formas heterogéneas (convergentes y contradictorias) en que se expresa lo estatal en diferentes niveles, instituciones, poderes (ejecutivo, legislativo), actores territoriales, etc.;

			- conflictos y disputas entre diferentes actores e intereses sociales; y

			- la no neutralidad de la tecnología tanto en la reconfiguración de las cadenas productivas y en la estructura agraria como en la disputa por ser institucionalizada, legitimada y difundida desde las agencias estatales.

			Los diferentes trabajos abordaron como se evidencian estas problemáticas en diferentes provincias y regiones de nuestro país (tales como Entre Ríos, Santa Fe, Mendoza, Jujuy, entre otras), e incluso comparándolo con situaciones similares que se observan en países limítrofes.

			La tecnología, las políticas públicas y las estatalidades están definiendo un modelo de desarrollo que no siempre se encuentra explicitado.

			Al finalizar, nos interrogamos sobre cómo abordar el análisis de lo estatal, desde su definición normativa (lo que debería ser) o del fenómeno empírico observado.

			


			Eje 2. Iniciativas en economía social y agricultura familiar en el contexto regional.

			Los evaluadores de los trabajos presentados y coordinadores de las mesas de trabajo del Eje 2 son: Soledad Gonzales Alvarisqueta, Esteban Cuatrin, Ariel García e Inés Liliana García.

			En el espacio del Eje 2 se presentaron once ponencias, las cuales giraron en torno a tres planos, referidos a: 1) iniciativas: 2) políticas públicas; 3) teoría.

			Respecto a las iniciativas, cabe precisar que se identificaron tensiones entre autonomía y sustentabilidad; entre políticas asistencialistas y de apoyo a la producción; y entre generación de empleo y formas asociativas. Asimismo, se analizaron las complejidades que giran en torno a la redefinición del cooperativismo de trabajo y al mismo concepto de trabajo. Por último, cabe agregar que se analizaron roles técnicos en la intervención vis a vis las distancias identificables entre el diseño y la intervención en materia de políticas públicas para el sector de la Economía Social y Solidaria.

			En cuanto a las políticas públicas, cabe señalar que se han identificado instrumentos diversos de financiamiento, consistentes en créditos a tasas subsidiadas, fondos rotatorios y subsidios, así como el apoyo a la producción mediante el subsidio a infraestructura y servicios. Durante los debates expuestos, han sido relevantes las descripciones de ambigüedades, inercias y rupturas en las políticas públicas observadas desde el enfoque subnacional. En especial, se han mencionado casos relativos a legislaciones provinciales y la influencia de los actores locales en sus contenidos. Asimismo, se han relevado iniciativas relacionadas con el asociativismo rural de producción y servicios (incorporando infraestructura y actividades económicas diversas como el turismo rural desplegado por agricultores familiares). En esta dirección, se han observado experiencias donde hay una puesta en valor de los saberes autóctonos, de la diversidad y del patrimonio. Por último, se han relevado contradicciones en torno a las metas de los instrumentos de políticas públicas, que fluctúan entre un incentivo a la solidaridad y una promoción de la competencia.

			En relación al tercer plano, el de la teoría, han ido confluyendo diversos pareceres referidos a los marcos teóricos más apropiados para abordar el sujeto de la Economía Social y Solidaria. En esta dirección, se ha dialogado en torno a los significados y laxitudes de conceptos tales como autonomía, autogestión, solidaridad y sustentabilidad. Asimismo, se ha explorado la noción de articulación interinstitucional para dar cuenta de las experiencias promovidas por organizaciones tales como INAES, CNCT y FECOOTRA. Por último, ha sido relevante la exposición de diversos marcos teóricos que incluyen perspectivas ligadas a la economía popular, a la economía solidaria, al buen vivir, a la incubación de iniciativas de la economía social, entre otras. Esto ha permitido realizar consideraciones sobre la necesaria reconceptualización de los saberes disciplinares, buscando síntesis con las que alumbrar viejos y nuevos problemas sociales y considerando las potencialidades de la Economía Social y Solidaria para atender demandas sociales ligadas al empleo y la inclusión.

			


			Eje 3. Comercialización de la producción: Circuitos tradicionales y alternativos.

			Los evaluadores de los trabajos presentados y coordinadores de las mesas de trabajo del Eje 3 son: Lucila Melendi, Magdalena Florencia Méndez y Germán Orsini.

			El Eje 3 contó con la exposición de once ponencias que giraron en torno a tres planos, referidos a: a) Experiencias de comercialización circuitos productivos tradicionales y circuitos alternativos, b) políticas estatales y c) márgenes de ganancias.

			Respecto a las experiencias de comercialización de los circuitos productivos tradicionales, se presentaron varias experiencias de diferentes circuitos tradicionales (vitivinícola, frutihortícola, minería, producción lechera), donde la mayoría de los análisis giraron en torno a las formas en que estructuran los costos, diferenciándose por tipos de productores y por formas de comercialización. También, se mencionaron experiencias de circuitos alternativos de comercialización como el caso de las Ferias Francas; en este punto se reflexionó sobre la importancia de estos espacios alternativos de comercialización para la propia subsistencia de los productores.

			En relación con las políticas estatales, se trataron iniciativas concretas vinculadas a la comercialización de distintos tipos de producciones, desde las Ferias Francas de Misiones hasta cuestiones logísticas que impactan en los circuitos de acumulación (industria vitivinícola, frutihortícola, minería, entre otras) de provincias como Entre Ríos, Mendoza, San Juan, San Luis, y Río Negro, entre otras. A partir de la consideración de casos específicos se reflexionó sobre las capacidades institucionales y las insuficiencias que condicionan el fortalecimiento de circuitos alternativos.

			En relación al tercer plano, se trataron los márgenes de ganancias y rentabilidad que tienen los productores y como es la relación con los diferentes eslabones dentro la comercialización. En esta dirección, se ha discutido sobre la inserción del capital extranjero y como afecta a los grupos locales de productores, este plano se relacionó con el de políticas estatales y la forma de realizar iniciativas concretas.

			


			Eje 4. Economías regionales en contextos urbanos: fragmentación y procesos alternativos.

			Los evaluadores de los trabajos presentados y coordinadores de las mesas de trabajo del Eje 4 son: Graciela Lasdriscini, María de Paz Toscani, Gabriel Weidmann.

			El eje 4 contó con la presentación de cinco trabajos con propuestas diversas que han permitido recuperar diferentes enfoques y modalidades de trabajo. Algunos de ellos han propuesto los estudios de caso y otros han analizado políticas públicas en un plano más general. Asimismo, algunos dan cuenta de análisis teóricos y otros refieren a proyectos de investigación y transferencia. Todos los trabajos en su conjunto han incorporado la dimensión territorial como parte del análisis.

			La cuestión del territorio surgió en diferentes aspectos. En primer lugar, desde un enfoque económico se planteó la consolidación de subsistemas territoriales de acumulación, poniendo en vinculación a las relaciones capitalistas de producción y al territorio. En tal sentido, la reflexión giró en torno a si el territorio genera valor, y se analizaron los circuitos productivos en distintas ciudades de la provincia de Entre Ríos. En segundo lugar, el análisis de la política de transferencia de ingresos como la AUH a nivel nacional dio cuenta de un impacto positivo que tiene en la economía doméstica. Identificando la distribución territorial de sus destinatarios, dando cuenta de su concentración en aquellos hogares y ciudades del país que poseen mayores índices de pobreza. 

			En tercer lugar, se han identificado las desigualdades territoriales en el contexto urbano y la dinámica de las ciudades. Estas últimas han sido analizadas en diferentes aspectos:

			- La presencia de una Nueva Ruralidad Urbana, que supone un quiebre con la dicotomía tradicional de campo como lugar de producción y la ciudad como lugar donde vivir. Se ha puesto en cuestión la presencia de agricultores familiares urbanos, como una realidad particular que expresa la necesidad de la intervención gubernamental, para promover el desarrollo de la producción tanto para el autoconsumo y como para la comercialización y modo de subsistencia. Asimismo, se evidenció la necesidad de fomentar a la consolidación identitaria de estas familias, como productores urbanos.

			- Cuestión del acceso a la vivienda y disponibilidad de crédito, planteado a partir de dos de aspectos: por un lado, se analizó la política de créditos hipotecarios desde el año 2000, evidenciando una disminución en el acceso a los mismos. El trabajo profundizó en el análisis de la nueva modalidad de créditos a partir de tasa UVA y los riesgos que estos significan para quienes los tomen. Asimismo se reconoció el carácter excluyente del mercado inmobiliario formal, con precios muy elevados y en dólares para la compra de viviendas. 

			Por otra parte, esta misma situación se expresa en el segundo aspecto trabajado, dando cuenta de la presencia de urbanizaciones populares, como una estrategia habitacional específica de la población de escasos recursos económicos para acceder a vivir dentro de la ciudad. Se profundizó a su vez, en la prácticamente inexistencia de acceso al crédito para mejoramientos de viviendas de los sectores populares y los beneficios de la implementación de fondos rotativos solidarios para gestionar mejoras en las viviendas. Ambos trabajos han estimulado el debate en torno a la cuestión histórica estructural que posee la dificultad al acceso a una vivienda digna en el país, así como también la dificultad de acceso al crédito para vastos sectores sociales.

			Las distintas exposiciones han reflejado la importancia que posee el Estado –en sus diferentes niveles- para garantizar o reducir, dependiendo de sus políticas específicas, el crecimiento económico, la universalización de derechos y las mejoras en la calidad de vida de la población.

			


			Eje 5. Instituciones y políticas de desarrollo productivo.

			Los evaluadores de los trabajos presentados y coordinadores de las mesas de trabajo del Eje 5 son: Mariana Heredia, Pablo Lavarello, Mariel de Vita y Regina Vidosa.

			El eje 5 contó con dieciocho ponencias. El trabajo de discusión se organizó a partir de dos problemáticas asociadas a las políticas e instituciones del desarrollo regional. En primer lugar, el referido a la concepción el cambio estructural adoptado en las distintas perspectivas de política. En segundo lugar, el de las distintas perspectivas de políticas de desarrollo regional incluyendo aquellas que se orientaron a fortalecer cadenas agroindustriales, aquellas que se orientan a la emergencia de nuevos sectores con potenciales de rendimientos crecientes y finalmente, aquellas asociadas a las acciones transversales en materia de infraestructura, crédito y educación.

			Respecto a la concepción de cambio estructural se reflejaron las tensiones propias de la literatura entre aquellos enfoques que conceptualizan el cambio estructural como el apoyo a ciertos sectores difusores de progreso técnico (metalmecánico, farmacéutico, Servicios intensivos en conocimiento) y aquellos que entienden estos procesos desde la perspectiva de la generación de eslabonamientos intersectoriales en actividades tradicionales. Los diferentes trabajos adoptaron distintas perspectivas asumiendo que es posible lograr una síntesis entre ambas visiones desde una perspectiva territorial: la existencia de sectores difusores de progreso técnico que a través de la resolución de problemas en logran encadenamientos haciendo viables actividades de transformación manufacturera (avícola, agropecuaria, etc.).

			A partir de la identificación de estas actividades que posibilitan desde la base técnica la reproducción ampliada de los subsistemas regionales se discutió el segundo aspecto, el de las políticas e instituciones de apoyo a las actividades productivas. En este sentido primó en la discusión un diagnóstico adverso al desarrollo de estos entramados en el marco de una política de apreciación cambiaria que es acompañada desde el año 2016 por una rebaja de los derechos de exportación que desfavorece a la manufactura de materias primas agrícolas, una mayor apertura y mayor costo del financiamiento para las actividades regionales. En este sentido las actividades productivas de varias de las regiones enfrentan una alta vulnerabilidad macroeconómica. Las iniciativas de política industrial afectan regresivamente a las actividades más dinámicas ligadas a la manufactura al mismo tiempo que no plantea mecanismos de apoyo a los nuevos sectores identificados como más dinámicos (nichos de software, biotecnología).

			No obstante la debilidad del cambio estructural que surge de los agregados por sector y el contexto adverso a dichos procesos desde el año 2016, varios trabajos señalaron la importancia a nivel más desagregados de cambios estructurales incipientes en ciertas regiones en el período 2003-2015 (Paraná, Crespo, Rafaela, Santa Fe en particular). El mayor peso de las industrias farmacéuticas en la estructura de la industria manufacturera en Entre Ríos, la consolidación de la industria metalmecánica en Rafaela, el avance hacia sectores de metalmecánica simples en Crespo son cambios relevantes a la hora de ver la posibilidad de desarrollo de entramados dinámicos en la regiones. De esta manera se pudo contrastar la tipología que distingue dos modelos de innovación diferenciados: por un lado, un modelo basado en los aprendizajes incrementales en la interacción con usuarios y por el otro, un modelo basado en la Ciencia, Tecnología e Innovación. Estos casos se apoyaron en abordajes estadísticos a partir de información censal utilizando métodos de análisis factorial y análisis de casos en profundidad concluyendo que las dinámicas regionales presentan una combinación de ambos modelos.

			Luego, surgió como problemática de política común la importancia de la posibilidad de complementariedad y retroalimentación de ambos modelos, para lo que se requiere una mayor articulación entre los enfoques de política diseñados “desde arriba” y aquellos que surgen desde procesos “desde abajo”. Mientras que los primeros se encuentran presentes en la lógica de funcionamiento de los organismos de la infraestructura de Ciencia y Tecnología (CyT), los segundos surgen de iniciativas entre proveedores y usuarios. En particular, en el caso de Rafaela, en el que predominó la segunda lógica en su trayectoria, la posibilidad de absorción de las nuevas tecnologías de la industria 4.0 requiere una complementariedad entre las Políticas de CyT nacionales y las políticas de apoyo en el territorio. Se discutió en este marco la importancia de un abordaje de investigación que se compromete con el surgimiento de estas complementariedades dinámicas (investigación acción) apoyado en un sistemático diagnóstico basado en casos de estudios y análisis estadísticos a partir de información censal como en el caso de Rafaela o encuestas, como en el caso analizado de Crespo.

			Por su parte, además de las políticas de apoyo a las capacidades productivas se presentaron trabajos que señalaron la importancia del marco regulatorio para el surgimiento y/o consolidación de las actividades difusoras de progreso técnico. Este es el caso del desarrollo de una industria de servicios basados en conocimiento para proyectos de biogás que pueda eventualmente encadenar nuevas actividades metalmecánicas y/o de nuevos materiales utilizadas para estas actividades. En forma complementaria, se discutieron las condiciones de infraestructura y el acceso a financiamiento como condiciones generales al desarrollo de estos entramados regionales. De esta manera pudo identificarse que la generación de procesos de cambio estructural requiere combinar acciones deliberadas que activen las potencialidades regionales invisibilizadas en los grandes agregados.

			Estas consideraciones se combinaron con la presunción que no siempre las actividades más dinámicas desde la perspectiva del progreso técnico y los eslabonamientos son las priorizadas por la estructura de rentabilidades asociadas a las ventajas comparativas y por los actores (muchas veces extra-regionales) que comandan los circuitos regionales. Aspectos que exigen revisar las concepciones institucionalistas según las cuales la autonomía de las agencias de política debe combinarse con un enraizamiento con el sector privado. El desafío a las ventajas comparativas estáticas y la generación y promoción de los nuevos actores pasa a ser un desafío adicional para generar la autonomía enraizada.
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			Introducción.

			La agricultura familiar desempeña, tanto social como económicamente, un rol fundamental en la Provincia de Misiones: en el Censo Nacional Agropecuario del año 2002 se identificaron 24.249 EAPs (Explotaciones Agropecuarias), pertenecientes a productores familiares –alrededor del 87% del total-, abarcando una superficie censada de 791.422 has, el 38 % del total trabajado. Este sector es el responsable de cerca del 47 % del valor bruto de la producción primaria de la provincia y alrededor del 85 % de los puestos de trabajo en el sector agropecuario (Obschatko, 2007: 50-71). 

			En Misiones la agricultura familiar ha estado dedicada históricamente a la producción agropecuaria orientada hacia los cultivos industriales: yerba mate, te, y tabaco, como cultivos de renta. La zona noreste de la provincia, en el Departamento Manuel Belgrano, se caracteriza por la colonización más reciente de sus tierras, donde predominó la ocupación espontanea de propiedades fiscales o privadas. Un número significativo de familias combinan el cultivo de tabaco –para la venta- con la producción de alimentos para el autoconsumo, y el ingreso proveniente de planes sociales y/o actividades extra prediales.

			Cuando la producción de tabaco comenzó a tomar preeminencia en la zona, en la década de 1990, la producción de alimentos fue paulatinamente disminuyendo, no solo porque las familias pasaron a disponer de menos tiempo para la misma, sino también porque la situación cambiaria con Brasil permitía acceder a alimentos a un precio comparativamente muy bajo en el vecino país, lo cual determinó que la estrategia de muchas familias consistiera en priorizar la producción de tabaco, por generar los ingresos que permitían comprar en Brasil los alimentos que antes se producían en las chacras (pollo, cerdo, lácteos, verduras, etc.). No solo la producción de autoconsumo se vio afectada, sino también la producción de alimentos destinada a la venta, que en esa etapa fue exigua. 

			La expansión de la producción de tabaco en la provincia se sustentó, según un estudio de Diez (2009), sobre las siguientes bases:

			-	Como cultivo de espera en el proceso de ocupación y consolidación de la pequeña producción basada en perennes; 

			-	Como alternativa para los colonos ante la caída de precios de cultivos tradicionales como la yerba mate; 

			-	Como única forma de obtener ingresos en efectivo (Diez, 2009: 24). 

			La producción de tabaco se caracteriza por realizarse generalmente, en parcelas de superficie relativamente pequeña, de 1 a 3 has, requiere una explotación intensiva de mano de obra, la cual suele ser predominantemente familiar, exige gran incorporación de insumos -fertilizantes y otros agroquímicos-. El ciclo del cultivo abarca desde marzo a enero, prácticamente la totalidad del año. Las familias venden su producción a empresas acopiadoras locales, las cuales a su vez la negocian con los “dealers” –intermediarios- o directamente con las empresas multinacionales elaboradoras de cigarrillos. 

			Chifarelli (2010: 54), describe esta relación empresa-productor familiar con las siguientes palabras: “la producción de la hoja de tabaco funciona como una rama de la industria tabacalera. El productor de tabaco, generalmente pequeño productor, realiza la producción en su predio con mano de obra familiar, en su mayoría. La empresa tabacalera (agroindustria de procesamiento) es la que establece, define y controla todo el proceso productivo y el volumen de producción del tabaco. Por lo tanto el productor funciona como un subsidiario del sistema, como un obrero en su propio campo, pero a su vez corriendo con los riesgos de la producción y disminuyendo el costo “salario” que aportaría la industria tabacalera, a través de la autoproducción de alimentos para la familia”. 

			La denominada “agricultura de contrato” resulta ser la vía por la cual la agroindustria tabacalera encuentra acceso a los medios de producción de la pequeña agricultura familiar. En esta modalidad, el productor se compromete a vender su cosecha exclusivamente a una empresa -que asume la obligación de compra-, para lo cual delega en ésta diversas decisiones técnico-productivas sobre el desarrollo del cultivo (García, 2011: 50-51). La principal característica de este tipo de agricultura es que los acopiadores controlan los recursos productivos y las decisiones ligadas a la producción de la materia prima, a cambio de proveer los insumos para la producción, mientras que los productores asumen todos los riesgos que conlleva el proceso productivo (Valcárcel 2002, citado en García, 2010: 3). Esta situación tiende a profundizar la acumulación de capital en favor de la agroindustria –que se apropia de la renta agraria- y favorecer la explotación indiscriminada de los recursos de los productores familiares –especialmente mano de obra- (Singh 2002, citado en García, 2010: 3). 

			Los productores familiares se perciben en situación de vulnerabilidad frente a las tabacaleras, sin posibilidad de una participación efectiva en las decisiones relacionadas tanto a la producción como a los precios y condiciones de venta. Esta situación tiende a acentuarse con el tiempo, no solo por la reducción progresiva de los ingresos económicos del cultivo –que llega a presentar márgenes negativos en el análisis costo-ingresos-, sino también por el deterioro de los recursos productivos y de las condiciones de salud de sus familias. Por otro lado, la relativa escasez en la región de otras opciones productivas con mecanismos de producción y comercialización sólidos y estables en el tiempo, adaptados a las condiciones y posibilidades de los pequeños productores, limitan las posibilidades de reconversión productiva desde el tabaco hacia otras alternativas. 

			Sin embargo, los cambios que se produjeron en el contexto económico y sociopolítico del país a partir de 2002, incidieron para que nuevas alternativas productivas se perfilen como viables para la obtención de los ingresos que permiten la sobrevivencia y permanencia de las familias en el medio rural. Entre ellas aparece la producción y venta de alimentos, que a raíz de la devaluación de la moneda nacional, logró mejores condiciones de competitividad con los alimentos importados desde el vecino país Brasil. Estas condiciones favorecen especialmente a los productores familiares en las regiones fronterizas. Durante la década de 90, la producción de alimentos frescos –carnes, huevos, verduras, lácteos- resultaba irrisoria debido a la imposibilidad de competir en precios con la producción proveniente de Brasil. 

			Aun en presencia de opciones productivas en principio más promisorias que la producción de tabaco en los aspectos económicos y socio productivos, las familias permanecen ligadas a la empresas tabacaleras, a costa de una sobre-explotación de la mano de obra familiar, el deterioro de los recursos productivos y los riesgos que representan para la salud la exposición reiterada a productos agrotóxicos. 

			Esta investigación partió de la premisa de que las decisiones y acciones de los productores familiares responden a una lógica, a una racionalidad determinada, que subyace y da sentido a su comportamiento. En cada sistema productivo pueden identificarse estrategias de producción y de sobrevivencia que responden a dicha racionalidad y que influyen en las decisiones que se toman en cuanto al empleo de los recursos presentes en ellos y en la elección de las opciones productivas. De modo que deberían identificarse factores que determinan la permanencia de las familias en el cultivo de tabaco, del mismo modo en que podrían identificarse factores que determinan la decisión de otras de reemplazarlo por otra opción productiva.

			El presente trabajo es parte de una investigación más amplia que busca analizar los factores que inciden en la permanencia o reconversión productiva de los productores tabacaleros en el noreste de la provincia de Misiones. En este contexto, el mercado fue reiteradamente citado por los productores familiares participantes de la investigación, como uno de los factores de mayor peso en la elección de alternativas productivas y en la definición de estrategias socioeconómicas de sobrevivencia del grupo familiar. La propuesta consiste en analizar de qué formas se manifiesta y se hace efectiva esta influencia.

			


			Estrategias y decisiones en la agricultura familiar.

			Según Paz (2011: 57-59), la agricultura familiar lleva en sí las características y los mecanismos que la hacen más resistente a los vaivenes y embates de la economía de mercado, tanto como a las políticas cambiantes relacionadas al sector, otorgándole cierto poder de resistencia en condiciones desfavorables. Estos mecanismos son muy difíciles de comprender y analizar cuando se hacen estudios que parcializados, sin tener en cuenta la diversidad y complejidad de factores que están influyen en las elecciones y decisiones adoptadas por las familias. 

			Los modelos de desarrollo basados en el enfoque por producto, con una visión sesgada hacia el productivismo –generalmente promovidos desde los Estados, ONGs y Organismos internacionales ligados a la temática agropecuaria-, no lograron dar cuenta de la complejidad existente en las pequeñas explotaciones, ni comprender los procesos que determinaban muchas de las decisiones y elecciones de estrategias productivas y modos de vida. En ese contexto, el enfoque sistémico surge como alternativa para abordar la complejidad de las problemáticas de los pequeños productores familiares (Tommasino et al, 2006: 156).

			Apollin reflexiona que el enfoque sistémico, brinda herramientas para comprender el funcionamiento de los sistemas productivos familiares teniendo en cuenta las múltiples lógicas y estrategias que se ponen en juego, las variables que inciden en las decisiones del grupo familiar. Entendiendo las estrategias familiares de vida como “aquellos comportamientos de los agentes sociales de una sociedad dada que estando condicionados por su posición social se relacionan con la constitución y mantenimiento de sus unidades familiares en el seno de las cuales pueden asegurar su reproducción biológica, preservar la vida y desarrollar todas aquellas prácticas, económicas y no económicas, indispensables para la optimización de las condiciones materiales y no materiales de existencia de la unidad y de cada uno de los miembros” (Torrado, 1982: 17). 

			Como las estrategias están vinculadas al contexto, no son rígidas, sino que pueden variar en el tiempo según el contexto y los recursos de los actores, de manera que es más apropiado hablar de un conjunto de estrategias que de una única estrategia (Landini, 2011: 5). Por otro lado, el concepto de racionalidad está más vinculado a lo abstracto, entendida como “principios o reglas de acción que subyacen a las prácticas de los sujetos” (Landini 2011: 5).

			Apollin (1999), propone cinco postulados que contribuyen a interpretar la racionalidad económica del pequeño productor:

			•	Cada productor genera su propio sistema de producción, acorde a sus objetivos e intereses, es por eso que encontramos gran diversidad de sistemas, aun en una misma región.

			•	Los productores priorizan la producción de mercancías para el mercado cuando las condiciones de negociación sean más favorables para ellos; caso contrario producirían más bienes para el autoconsumo.

			•	Los productores siempre tienden a valorizar más el recurso más limitado, ya sea tierra o mano de obra.

			•	Cuando los productores se encuentran en condiciones precarias o vulnerables, su prioridad tendería hacia una minimización del riesgo, antes que maximizar el rendimiento de sus producciones.

			•	La asignación de tiempo que hace la familia depende del costo de oportunidad de la mano de obra: el valor de una hora de trabajo dentro de la explotación se compara con lo que podría percibir el productor o miembro de su familia por una hora de trabajo fuera de la misma (Apollin, 1999: 86).

			Cáceres (1997) realiza un aporte que refuerza lo planteado por Apollin: la lógica que motiva las decisiones y estrategias de los pequeños productores no siempre es vinculada a aspectos tecnológicos o económicos, sino más bien tiende a buscar la combinación de recursos y actividades que puedan garantizar la reproducción social –simple o ampliada- del grupo familiar. Forni y Basco coinciden en que las familias direccionan sus acciones y objetivos en pos de una racionalidad económica que busca maximizar los ingresos; pero también tienden a minimizar los egresos de dinero en efectivo de la economía familiar, con vistas a asegurar la subsistencia y minimizar el riesgo (Forni et al, 1991, y Basco et al, 1981; citados en Sahda et al 2007: 67).

			


			Agroindustria tabacalera: cuando los ingresos no cubren el trabajo invertido.

			Las condiciones de negociación del tabaco Burley en la provincia de Misiones se han descripto en los términos de “agricultura de contrato”, donde la agroindustria se asegura, a través de los contratos de producción, el abastecimiento de materia prima, sin absorber los costos de mano de obra, ni los riesgos del proceso productivo. Al encontrarse los pequeños productores en situación desventajosa para negociar el precio de los productos, la tendencia es a minimizar los precios abonados por su producción, lo cual lleva gradualmente a la auto explotación de su mano de obra, al tiempo que se incrementan los beneficios de las empresas (García, 2011: 4). 

			Los productores de tabaco que no están vinculados formalmente a las empresas deben recurrir a alguna estrategia como vender “en el nombre de” algún productor que tenga contrato con la misma; o bien ingresar al circuito informal, que generalmente son acopiadores locales que luego venden el producto en Brasil, cualquiera de estas opciones es considerada “ilegal”, desde la perspectiva de las empresas (García, 2011: 6). 

			Se ha entrevistado a algunas familias para conocer sus percepciones en relación a la comercialización del producto: si hacen una valoración positiva o negativa de la misma. Uno de los factores que más influye en la decisión de cultivar tabaco es la relativa seguridad de poder colocar la producción en el mercado. Esto es lo que motivó inicialmente a la mayor parte de las familias a incursionar en el cultivo: “cuando llegamos a la chacra, era la única entrada segura de dinero en efectivo” (DS, entrevista, 08/01/14). “La única ventaja es la venta asegurada” (CK, entrevista 07/01/14). 

			Sin embargo, paralelamente plantearon la contracara de la venta asegurada: en los últimos años, si bien los precios se han incrementado, el producto se ha estado devaluando paulatinamente en relación a los precios de los insumos necesarios para la producción: “Antes un kg de tabaco pagaba una chapa de cartón; hoy el kg de tabaco esta trece pesos y la chapa de cartón treinta pesos” (CK, entrevista 07/01/14). Comparando los ingresos con los costos de producción, una de las productoras entrevistadas manifestaba: “con estos precios, si haces bien los números, no cubre los costos” (DS, entrevista 08/01/14). 

			Relacionada a los ingresos por la venta del producto, aparece la cuestión de la retribución a la mano de obra: el cultivo de tabaco se caracteriza por demandar una cantidad significativa del trabajo de la familia, ya que requiere manejo intensivo. La mayor parte de los pequeños productores tabacaleros considera que este cultivo no ofrece los ingresos suficientes como para cubrir los costos de mano de obra: “hicimos números y sacábamos 4 pesos por día trabajando en el tabaco, así no alcanza para vivir” (IL, entrevista, 14/01/14). 

			En el siguiente cuadro se presenta la distribución de tiempo que hacen las familias que participaron de la investigación entre los diferentes cultivos (recordando que dedican además tiempo para las actividades pecuarias, de comercialización, entre otros). 

			


			Cuadro 1: Distribución del tiempo total destinado a cada grupo de cultivos anualmente.

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia en base a información obtenida en campo. 

			** El total de días laborables en el año es consignado por cada unidad de análisis, según lo manifestaron en las entrevistas.

			


			Se puede observar en el cuadro que el tiempo dedicado al cultivo de tabaco (presente en los sistemas Mixto I y Mixto II), es similar al que se dedica a las hortalizas en los sistemas que producen alimentos (Alimento I y II). Sin embargo, los entrevistados no manifestaron la misma percepción negativa de la significativa demanda de tiempo para el cultivo de verduras, como lo hicieron con el tabaco, probablemente porque consideran que el tiempo invertido en la producción de hortalizas esta adecuadamente retribuido por los ingresos que genera.

			Esto puede comprenderse cuando se analizan el peso de cada uno de ellos en la economía familiar. En el cuadro siguiente cuadro se puede apreciar el aporte que la producción de tabaco y de alimentos realiza a la economía familiar.

			


			Cuadro 2: Peso relativo de la producción de tabaco y alimentos en el Valor Agregado Total1 de los sistemas analizados:

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia en base a información obtenida en campo.

			Cuando se analizan el peso del tabaco y de la producción de alimentos en la economía familiar es notable que los alimentos representan en términos económicos un aporte considerablemente mayor a la economía familiar. En los sistemas mixtos, los alimentos representan más del 70% del Valor Agregado Anual del sistema. Esto explicaría porque se hace una valoración positiva de los mismos en contraposición a la producción de tabaco.

			El aporte significativamente bajo del tabaco a la economía del sistema, nos lleva a inferir cuál es la relación costo/ingreso de esta producción. En el siguiente cuadro se presenta la misma: 

			La presente estructura de costos se ha elaborado en base a una hectárea de producción, en función a datos consignados por los entrevistados en los sistemas mixtos:

			Cuadro Nº 3: Costos de producción de una hectárea de tabaco Burley2

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia en base a información obtenida en campo.

			


			Los ingresos, considerando una producción promedio por hectárea de 1486 kg, el costo por kg es de 24.10 $/kg. El precio promedio de venta del tabaco en la campaña 2013/2014 fue de 18.5 $/kg3, de esta forma, vemos que el precio de venta no alcanza a cubrir los costos de producción. De esta manera, la relación costo beneficio para una hectárea de producción se puede observar en el cuadro siguiente:

			Cuadro 4: Costos e ingresos en la producción de tabaco:

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia en base a información obtenida en campo.

			


			Es claramente apreciable que si la mano de obra se incluye como costo de producción, los márgenes resultan negativos. El interrogante que surge a partir de esta situación es ¿Cómo hace la familia para sostener una producción cuyo margen es negativo? Una de las posibilidades es auto-explotando su mano de obra. La mano de obra es el componente más flexible con el que cuentan los pequeños productores para “orientarlo a diversos fines según el contexto”. Usualmente, al no poder competir con empresas capitalistas en escala o tecnología, lo hacen en base a la sobre explotación de la mano de obra de la familia (Cáceres, 1995, citado en Landini 2011: 8).

			Otra alternativa es la transferencia de recursos de una actividad productiva hacia la otra o desde ingresos extra-prediales, de manera ocasional, o en algunos casos llegándose incluso a subsidiar con los ingresos de las actividades más rentables aquellas que no lo son, pero que se mantienen en el sistema por otros motivos (Ramírez Juárez, 2008; citado en Landini 2011: 12). En el caso bajo estudio, la situación que se puede observar es la utilización del ingreso no agropecuario (generalmente proveniente de planes sociales) en combinación con la producción de autoconsumo, para sostener el sistema productivo en su conjunto, aun con las actividades que presentan balance negativo, como el cultivo de tabaco. Esto podría relacionarse a que, la venta de tabaco -aun no cubriendo los costos de mano de obra- ofrece una relativa seguridad de ingreso de dinero en efectivo a la economía familiar.

			Todo lo hasta aquí descripto permite inferir que la producción de tabaco, aunque ofrece una baja retribución a la mano de obra empleada en su producción, podría responder a una estrategia de asegurar la vinculación a un mercado formal, lo que les garantizaría en cierta forma poder vender su producto y obtener un ingreso de dinero en efectivo a la economía familiar. En el mismo camino de asegurar el acceso al mercado, el cultivo de tabaco constituye un medio de acceder formalmente a cobertura social (aportes jubilatorios, cobertura de salud), podría responder a una estrategia que busca garantizar una de las necesidades básicas de la familia, en este caso el acceso al sistema salud –aun a costa de un menor ingreso de dinero al sistema-.

			El “contrato” que mantiene al productor ligado a la empresa tabacalera, aun a pesar de las desventajas que se han planteado para el productor, quizás sea el factor de mayor peso para explicar la gran cantidad de productores que se dedican al tabaco, debido a la relativa seguridad que ofrece, tanto en la provisión de insumos, como en el asesoramiento técnico y la venta. 

			Según Apollin, los riesgos constituyen un aspecto clave al decidir por una actividad productiva, sería probable entonces que muchas veces las familias se inclinen por estrategias productivas que les ofrezcan mayor seguridad, aun a costa de un menor ingreso económico (Apollin 1999: 86). También otros autores, como Van Der Ploeg, sostienen que los pequeños productores priorizan en primera instancia, la subsistencia del grupo familiar; por lo cual tienden a optar por las alternativas que brindan relativa seguridad y minimizan los riesgos (Van Der Ploeg, 2009, citado en Landini 2011: 8), lo cual les ofrecería en este caso, el contrato productivo.

			


			Producción de alimentos para el mercado local.

			La producción local de alimentos, se comercializa en el mercado local y regional a través de diferentes canales. El producto sigue una trayectoria corta desde el productor hasta el consumidor, con la participación de escasos intermediarios o sin ellos. La negociación se realiza de manera relativamente horizontal entre productor y comprador, en la mayor parte de los casos, de manera directa. En reiteradas ocasiones, las condiciones en que se da la comercialización, no están regidas estrictamente por la oferta y la demanda, como en la clásica economía de mercado, sino que existen espacios de trabajo conjunto para la generación de acuerdos y consenso, en el ámbito de las organizaciones que reúnen a pequeños productores –cooperativas, ferias francas-, donde se toman decisiones, tendientes a generar las condiciones requeridas para acceder al mercado. 

			La inserción en el mercado significa un desafío para las familias de pequeños productores que desean comercializar alimentos. Si se tiene en cuenta que un número significativo de ellos previamente cultivaba tabaco, el cambio en las formas de comercialización es rotundo: significa asumir desde la oferta de sus productos y negociación del precio, hasta el transporte y entrega de los mismos. Del mismo modo, al ser productores que manejan volúmenes muy pequeños de producción, también se enfrentan a la necesidad alcanzar la escala requerida para cubrir determinados sectores del mercado. En reiteradas oportunidades recurren al trabajo en conjunto con otros productores para abastecer continuamente la demanda. 

			Un número significativo de familias se iniciaron en la venta de alimentos participando en las ferias francas, o vendiendo pequeñas cantidades en los pueblos cercanos, de casa en casa, semanalmente. Las cantidades producidas se fueron incrementando progresivamente y ampliando el espectro de clientes, hasta llegar a dedicarse exclusivamente a la producción de alimentos como fuente de ingreso. “Se comenzó vendiendo lo que sobraba de las verduras que eran para el consumo nuestro, se cargaban las verduras en un canasto, se ponía sobre el caballo y se iba a vender al pueblo, de casa en casa” cuenta una productora (AP, entrevista 23/01/14). Si bien, la producción de alimentos siempre formo parte de las estrategias familiares para asegurar la subsistencia y minimizar los egresos de dinero del sistema económico familiar, la venta de los mismos surge como parte de la búsqueda de diversificar e incrementar los ingresos familiares. 

			En relación a los ingresos proporcionados por la producción de alimentos, se perciben en el sentido de ahorro, con la producción que se destina al autoconsumo, y también con la venta de excedentes. A continuación se presentan los costos de producción de cebolla. 

			Cuadro Nº 5: Costos de producción de cebolla4

			[image: ]

			Fuente: “Guía para el cultivo de la cebolla” (Melgarejo et al, 2010), con valores actualizados correspondientes al año 2013.

			


			En 2013 la producción de cebolla se comercializó localmente a un precio de alrededor de 3.5 $/kg. Tomando una producción promedio de 12000 kg/ha, el ingreso por hectárea cultivada es de 42.000 $. El margen de beneficio seria: 42.000 $/ha – 26435 $/ha = 15565 $/ha. 

			


			Cuadro 6: Márgenes de la producción de cebolla morada
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			La cebolla es un cultivo con el cual las familias tradicionalmente tabacaleras se iniciaron en la producción de hortalizas destinadas a la venta. Al percibir los márgenes positivos de la actividad, las familias dejaron de cultivar tabaco para dedicarse exclusivamente a la producción de cebolla y hortalizas para el mercado local. Este proceso de transición gradual y progresivo, de pasar de la venta de tabaco a la venta de productos alimenticios, como lo describen las familias entrevistadas, podríamos relacionarlo con el planteo de Apollin de que la premisa de los pequeños productores en situación vulnerable es minimizar los riesgos (Apollin 1999: 86), lo cual explica porque las familias adoptan la estrategia de explorar gradualmente nuevas opciones de mercado y comercialización, sin abandonar abruptamente la alternativa que consideran “segura” (el cultivo de tabaco en este caso), hasta asegurarse de que pueden colocar en el mercado, con relativo éxito, la nueva producción. 

			La producción de hortalizas realizada de manera intensiva, en invernaderos, ofrece ingresos superiores, aunque también requiere mayor capital de inversión. Se presentan los márgenes de la misma: 

			Cuadro Nº 7: costos de producción de lechuga bajo invernadero
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			Fuente: elaboración propia. Ver detalle de la composición de los costos en Anexo Nº 3.

			


			La lechuga permite una producción aproximada de cinco ciclos anuales, produciendo cada ciclo alrededor de 5760 plantas, se alcanza una un total de 28800 plantas por año. En el año 2013 el precio de venta estuvo alrededor de los 1.5 $/planta, lo que totalizaría un ingreso de 43.200 $/ invernáculo/año. El margen de beneficio sería:

			


			Cuadro 8: Márgenes de la producción de lechuga bajo cubierta
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			A diferencia de la producción de tabaco, con el contrato de producción y las ventas que se realizan una vez al año, la comercialización de alimentos implica una vinculación más dinámica con el mercado: los ciclos productivos más cortos conllevan una mayor periodicidad de las ventas y la consecuente mayor frecuencia en los ingresos. Cuando se producen hortalizas, generalmente las ventas son semanales: “podemos vivir de esto (producción de verduras), antes con el tabaco moríamos trabajando y no teníamos nada, ahora tenemos ingresos todas las semanas” (IL, entrevista 14/01/14). 

			Esta dinámica de mercado demanda de los pequeños productores una mayor inversión de recursos: tiempo y mano de obra, dedicados a la comercialización. Sin embargo, les proporciona también mayor autonomía a la hora de definir el precio de sus productos: “los precios se actualizan siempre. Nosotros decimos, a partir de la semana que viene aumenta el precio, y aumentamos” (IL, entrevista 14/01/14). Se puede percibir en este caso que se cumple lo ya enunciado por otros autores como Manzanal: la mano de obra es el recurso que define la configuración de todas las actividades productivas y de la economía de los pequeños productores familiares (Manzanal, 1993, citado en Landini 2011: 7). Se puede apreciar, en base a lo manifestado en las entrevistas, que una parte importante de las estrategias productivas se direccionarían en función de hacer un uso eficiente de este recurso, lo que significa optar por estrategias productivas donde la misma este mejor remunerada.

			Estas afirmaciones permiten apreciar que el impacto no es solo económico: también se da en las percepciones de las familias sobre su situación: la producción de alimentos, al conferirles más autonomía y poder de decisión, modifica positivamente la valoración que ellos hacen de sí mismos dentro de la estructura social (Bourdieu, 1995; citado en Landaburu 2007: 189). 

			


			Conclusiones.

			


			La producción de tabaco y la de alimentos ponen de manifiesto dos estrategias diferentes de vinculación con el mercado: una totalmente dependiente de las empresas tabacaleras, con escasas posibilidades de determinar el precio de su producción, pero con la relativa seguridad de ingresar al mercado formal. La segunda opción, con mercados y canales de comercialización en proceso de construcción, en camino a afianzarse y establecerse; pero con mayor autonomía y posibilidad de negociar el precio de sus productos. 

			Resulta posible que la elección dependa de los objetivos que se propone cada familia: la producción de tabaco podría asociarse la estrategia de proporcionar un ingreso de dinero relativamente seguro a la economía familiar y minimizar los riesgos, al formar parte de una estructura de mercado ya establecida, con mecanismos de comercialización predefinidos al momento de iniciar el ciclo productivo. Esto es coincidente por lo ya planteado por Van der Ploeg, de que los pequeños productores priorizan, la subsistencia del grupo familiar (Van Der Ploeg, 2009, citado en Landini 2011: 8).

			Por otro lado, la producción de alimentos, según manifestaban las familias entrevistadas, responde a la estrategia de acceder un mercado que les permita participar en la definición de los precios de sus productos y de esta forma mejorar la retribución al trabajo familiar invertido en el proceso productivo. Esto puede vincularse con el planteo de Apollin (1999: 86), de que las familias procuran valorizar más el recurso que tienen en menor disponibilidad en el sistema productivo, en este caso sería la mano de obra.
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					1 Valor agregado Bruto Anual: es una forma de medir la riqueza generada en el sistema. Se obtiene cuando al producto bruto se le descuentan los insumos empleados en el proceso productivo -semillas, fertilizantes, etc.

				

				
					2 Ver detalle de la estructura de costos en el anexo Nº 1.

				

				
					3 Ver: http://noticias.terra.com.ar/; 05/04/2014.

				

				
					4 Ver el detalle de la conformación de los costos en el anexo Nº 2.
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			Introducción.

			La ubicación geográfica del caso de estudio sobre la utilización del riego para la vitivinicultura a escala macro se centra en la región de Cuyo. La misma está compuesta por las provincias de Mendoza, San Juan y La Rioja abarcando una superficie total 330.000 km2; hay diferentes composiciones provinciales de la región, nosotros elegimos esta ya que creemos que es la más representativa del desarrollo de la actividad vitivinícola, basándonos en nuestra entrevistada Lic. Ana María Liberali. 

			


			1) ¿Cree usted que la composición de la región de Cuyo elegida es la más representativa del desarrollo de la actividad vitivinícola? ¿Por Qué?

			Por cantidad de producción, por cantidad de mano de obra incorporada, por lo que en economía se llama actividades concatenadas; es decir actividades derivadas de una central o principal y además porque tiene mayor participación en las exportaciones del producto y es de hecho es una de las más representativas; y dentro de lo que es la región en Mendoza esto es así históricamente. Esto no quiere decir que no haya buenos vinos, tipo bodega boutique, en Salta, La Rioja y San Juan. Al margen de esto Mendoza tiene toda la gama de calidades desde la más alta hasta el vino de mesa común. Por todo lo dicho es correcta la composición elegida de la región ya que claramente es la más representativa del desarrollo de la actividad vitivinícola en la Argentina si la consideramos desde el punto de vista productivo y no desde el punto de vista social y cultural. 

			A escala local o micro nuestro análisis se localizará en la provincia de Mendoza debido a que la misma tiene una larga historia en el desarrollo de dicha actividad bajo riego. Las problemáticas a analizar, desde el objeto de estudio de la geografía económica, son las consecuencias agroecológicas o ambientales y a largo plazo las económicas del uso del riego en la actividad vitivinícola, entendiendo a ella como una economía regional. Creemos que ciertas ineficiencias en el manejo del sistema productivo bajo riego pueden limitar la sustentabilidad ambiental y luego la económica del gran desarrollo productivo de la vitivinicultura en la región y en la provincia de Mendoza. Esta circunstancia y otras causas como la influencia de las políticas públicas en el manejo del recurso, inversiones en nuevas infraestructuras más eficientes y la capacitación de los productores pueden generar nuevas transformaciones territoriales en estos oasis artificiales creados por la acción antrópica y pueden garantizar un desarrollo sustentable.

			


			Objetivos.

			Los objetivos del presente trabajo son obtener respuestas y conclusiones acerca de las transformaciones del espacio generados por la utilización del riego en la actividad vitivinícola, analizando los impactos y efectos que genera el uso del recurso hídrico por la economía regional. 

			Se pretende estudiar en forma general la influencia del territorio: debido a sus características territoriales, ambientales y condiciones agroecológicas en el funcionamiento de dicha actividad económica. Así como también la actividad vitivinícola bajo riego influye en el territorio en cuanto a su desarrollo y localización empresarial en la región y la estructura económica de Mendoza. 

			En forma específica a escala local, se pretende estudiar, los efectos territoriales de la actividad económica (demográficos, desigualdades territoriales e impactos ambientales), la influencia de las políticas públicas en cuanto al marco regulatorio y la injerencia directa o tangencial en la investigación, operación de la infraestructura hidráulica y en la evaluación de los impactos ambientales asociados al recurso hídrico y por último analizar las eficiencias en el manejo del sistema productivo bajo las distintas modalidades de riego.

			


			Marco Teórico.

			Como primer concepto, tomamos el abordado por Rofman ya que (…) “partir de un enfoque regional implica que la unidad de observación, análisis e intervención se estructura integrando el espacio geográfico y la dimensión histórica” (…) (Rofman, 2009: 99). Este concepto implica entender, que dicho enfoque regional, en el tiempo y en sus procesos territoriales es cambiante. Por otro lado, los trabajos que se eligieron para cumplir los objetivos y responder las preguntas fueron; La Economía Argentina de Aldo Ferrer desde su visón estructuralista de la economía, los trabajos de Laura María Torres y del Programa de Desarrollo Institucional Ambiental (PRODIA) sobre los efectos territoriales de la actividad económica. En cuanto al tema de las eficiencias de riego se trabajó con papers del INTA. Nuestra forma de abordaje recaudamos, analizamos y sintetizamos toda la información recolectada tanto de fuente de información primaria y secundaria.

			


			Hipótesis.

			Creemos que las condiciones agroecológicas de la región Cuyo (ambiente climático, edáfico y su latitud y altitud), su característica de territorio de frontera y la gran inmigración europea de fines del siglo XIX han sido claves para la localización y desarrollo de la vitivinicultura; y más específicamente en Mendoza, aunque se encuentren limitadas por el recurso hídrico tanto la región como dicha provincia. 

			Así como también, creemos que la estructura económica mendocina: analizando indicadores como el producto bruto geográfico, nivel de exportaciones, cantidad de producción y mayor grado de eslabonamientos se encuentra atada al desarrollo de dicha actividad. 

			Creemos que los efectos territoriales de la actividad vitivinícola, principalmente sus impactos ambientales son provocados por las transformaciones territoriales a causa del uso de riego, mientas que estos efectos más la influencia de las políticas públicas sobre el recurso y la eficiencia en la aplicación pueden limitar un desarrollo sustentable del agroecosistema.

			


			Materiales y métodos.
El método de análisis elegido.

			En primer lugar, se realizaron preguntas iniciales referidas a la sustentabilidad ambiental y luego la económica del gran desarrollo productivo de la vitivinicultura en la región y en la provincia de Mendoza. Luego identificamos nuestros objetivos de análisis y definimos nuestras hipótesis. A partir de allí, mediante un método inductivo (observación y análisis de la realidad para llegar a una explicación y conclusión) recaudamos, analizamos y sintetizamos toda la información recolectada. Para con ella obtener argumentos, explicaciones y conclusiones y así lograr realizar una contrastación de nuestra hipótesis. 

			


			Las fuentes de información a utilizar.

			Nuestra fuente de información primaria surge de entrevistar a Lic. Ana María Liberali, de profesión geógrafa, debido a sus conocimientos en la geografía económica y más precisamente de la economía regional que trata el presente trabajo. En cuanto a la información secundaria surge de la búsqueda de bibliografía, papers, artículos de revistas, datos estadísticos del instituto nacional de vitivinicultura y del censo nacional agropecuario del 2002. 

			


			Desarrollo del caso.
Descripción de la región y la provincia.
Marco histórico de ocupación del territorio.

			Los rastros de pobladores más antiguos en esta zona se remontan a 9.000 años A.C. y han sido encontrados al sur del río Mendoza, en las localidades de Agrelo y Barrancas, corresponden a pueblos cazadores, recolectores y agricultores, con incipientes conocimientos de riego, tejido e hilado, cerámica y construcción de chozas con quincha rudimentaria. Antes de la conquista del Imperio Inca y a la llegada de los conquistadores españoles habitaba allí pobladores originarios de la tribu Huarpe Milcayac. Se calcula que unos 15.000 aborígenes se distribuían entonces en el territorio entre los ríos Mendoza, Diamante, Desaguadero y la cordillera. Estaban organizados en familias que conformaban grupos reunidos alrededor de un cacique, propietario de un territorio y eran agricultores, como complemento de la agricultura eran cazadores, recolectores y pescadores. La incaización se produjo en las dos últimas décadas del siglo XV, menos de un siglo antes de la llegada de los españoles. Cuyo, integró el Collasuyo, parte austral del imperio incaico, cuya capital estaba en el Cuzco y alcanzaba su confín en esta latitud, a ambos lados de los Andes. Bajo la influencia incaica los Huarpes sufrieron una considerable transformación cultural, reemplazaron la lengua milcayac por el quechua, incorporaron el culto al sol, la luna y el lucero, y perfeccionaron las técnicas de irrigación y cultivo, como también las textiles y de alfarería. 

			Los primeros asentamientos de población europea provinieron de chile a mediados del siglo XVI y hacia mediados del siglo XVIII la población de la región ascendía a cerca de 70.000 habitantes, de los cuales un 80% eran indios y mestizos, y el resto europeos y criollos. El 1° de agosto de 1776 el Corregimiento de Cuyo fue separado de la Capitanía de Chile e incorporado al recién fundado Virreinato del Río de la Plata. La principal actividad de la región se desenvuelve en torno a la producción agropecuaria con grandes propietarios titulares de encomiendas indígenas y muy pocos agricultores de subsistencia, mientras que en los núcleos urbanos se desarrollan algunas artesanías. La producción de vinos constituyó el principal producto de intercambio con otras regiones del Virreinato de la Plata y la principal fuente de riqueza de la región de cuyana. En 1813, luego de algunos cambios administrativos de corta duración, se creó la Intendencia de Cuyo, siendo designado al año siguiente como tercer gobernador intendente el general José de San Martín. Durante su gobierno se llevó a cabo la Campaña del Ejército del cruce de los Andes en 1817, para lograr la independencia de Chile y Perú. Entre 1820 y 1852 hubo gran inestabilidad política nacional y luchas entre unitarios y federales, con desplazamiento de tropas y batallas provinciales. En 1820 se disolvió la Intendencia de Cuyo, proclamándose las tres autonomías provinciales, las provincias de Mendoza, San Juan, y San Luis se constituyeron como provincias separadas, se hicieron cargo de su propio gobierno, designaron sus propias autoridades y firmaron acuerdos comprometiéndose a respetar la autonomía de cada provincia, dando por disuelta la Intendencia. En 1851 participaron en la firma del Acuerdo de San Nicolás y en 1853, al promulgarse la Constitución, se convirtieron en estados federados fundadores de la Confederación Argentina. 

			Con la llegada de la gran inmigración, como lo explica nuestra entrevistada, en la etapa del modelo agroexportador la demanda de vino pasó a ser muy importante y dichos inmigrantes se localizaron en la región de Cuyo ya que fue allí donde encontraron el lugar más propicio para la producción de vinos aunque adaptándose a las necesidades de riego. El gran desarrollo productivo continúa en el modelo ISI orientado la producción al consumo interno, pero para la década de los ochenta la economía regional entra en una profunda crisis debido a una baja del consumo, una caída de los precios y una sobreproducción. Dicha crisis provoca una reconversión y un nuevo perfil de la trama productiva con fuerte inversiones nacionales y extranjeras orientado la producción con nuevas tecnologías hacia vinos de alta calidad principalmente para el mercado externo. 

			


			2) Con lo que respecta al Marco histórico de ocupación del territorio de la región de Cuyo ¿Cree usted que nuestra hipótesis tanto de las condiciones agroecológicas, como la característica de territorio de frontera y la influencia de las políticas públicas han sido claves para la localización y desarrollo de la actividad?

			Yo lo que pienso respecto de porque Cuyo y no otra región, en realidad cunado se desarrolla la región pampeana en la etapa del modelo agroexportador, paralelamente se produce la gran inmigración, y dentro de ella predominaban los italianos y los españoles, pero los italianos son los que tuvieron la mayor demanda de vino y aceite de oliva, de las dos cosas. Originariamente en la etapa colonial, los pocos españoles traían de Europa en los barcos para un sector muy selecto de la población los vinos y el aceite de oliva. Pero cuando se produce la gran inmigración la demanda paso a ser muy importante, entonces básicamente los italianos se pusieron a producir vino en esta región pampeana, que tiene un clima templado húmedo pero con precipitaciones todo el año a diferencia del clima mediterráneo, que las precipitaciones no son todo el año. Pero argentina no tiene ningún clima como el mediterráneo, pero si chile en sus valles. En que consiste el clima mediterráneo en que tiene lluvias de invierno y los veranos son secos. Nosotros no tenemos veranos secos, ni en el Chaco, que la estación seca es el invierno; que pasa cuando empezaron a cultiva vid en la región pampeana no llega a tener la calidad de las cepas que se necesitan para hace un vino de buna calidad, salió un vino que no tiene fuerza, que se lo llama despectivamente vino de la costa, no alcoholiza lo suficientemente, no tiene calidad, entonces buscaron una zona, a pesare de no tener un clima idéntico, buscaron algo que se asemeje pero era árido y se regaba en el momento que sea necesario, esa fue la elección de Cuyo. Y de hecho salió bien, los vinos tienen una muy buena calidad, pero fue como la adaptación antrópica a un área que no existe naturalmente en la Argentina a lo mismo que se va encontrar en el mediterráneo, esa fue una de las razones, es decir condiciones agroecológicas adaptadas a las necesidades.

			La característica de territorio de frontera, yo no acuerdo con que tenga que ver en el caso de Mendoza, porque fue exactamente al revés, San Luis, Mendoza y San Juan fueron colonizadas desde la Capitanía de Chile y hasta le creación del Virreinato del Río de la Plata pertenecieron a la Capitanía de Chile del Virreinato del Alto Perú y pidieron pertenecer al Virreinato del Río de la Plata posteriormente porque se quedaban incomunicados en el invierno, si hoy en día se corta el paso por nevadas imagínense en aquella época, no tenían buenos abastecimientos y de más. Nunca hubo problemas fronterizos en la región de cuyo, los problemas se dan en otros lugares como la Patagonia donde no exciten barreas naturales tan fuertes, en el caso de Mendoza nunca estuvo discutido los problemas de fronteras ni de soberanía, que si culturalmente los mendocinos tiene ciertos caracteres más parecidos a los chilenos que a la región pampeana pero nunca se puso en duda la soberanía. 

			En cuanto a las políticas públicas originariamente no sé si fueron tan decisivas, pero posteriormente y la obligación del envasado en origen, este tema para los vinos finos es correcto pero para los vinos comunes no porque es mucho más costoso y riesgoso trasladar la producción envasada, antes las envasadoras estaban en la paternal, llegaban en ferrocarril, se envasaba y se distribuía ya que aquí era donde se concentraba la mayor cantidad de población por lo tanto el lugar de mayor consumo. Cuando se impone la obligación del envasado en origen también del vino común, se produce el problema del envase de vidrio, porque los envases se fabrican en la región pampeana y hay que llevarlos hasta Cuyo con todo lo que ello implica de costos y riesgos. Para evitar este problema, se remplaza por el tetra pak o tetra brik, la cajita, por su ergonomía, facilidad de carga, al ser rectangular no hay espacios medio perdidos y su menor fragilidad que una botella de vidrio. Pero la cajita no se produce aquí y la película interna es importada, el costo termino siendo alto también, bueno se podrá decir que genero más fuentes de trabajo que esa era la idea del envasado en origen, pero en realidad no tanta ya que el proceso es muy mecanizado, no fue tal el impacto como se supuso en un principio, al contrario algunos se quejaron que termino siendo menos rentable y se produjo una escasa diferencia entre el precio del vino común que se acercó mucho al precio del vino reserva. Antes si había diferencia de precio, el vino común era mucho más barato pero ahora no y esto hace que una parte de la población que antes consumía vino común ahora consuma vino reserva. Igualmente hay otro hecho que se da paralelamente y es a nivel internacional que es el aumento del consumo de cerveza que ha barrido al consumo de vino en todo el mundo, antes a nadie se le iba a ocurrir no acompañar una muzzarella con un vaso de moscatto en una pizzería de Buenos Aires y hoy en día esto es inexistente se toma mucha más cerveza, es decir un cambio en el comportamiento de sustitución de la demanda que le pego fuerte al vino y más al común. Independientemente de esto argentina se caracterizó siempre por tener buenos vinos de mesa cosa que no tenían ni Francia ni Italia donde el vino de mesa es malo y el de reserva muy bueno. Pero las políticas públicas han influido y para algunos lo pueden considerar y ver como negativas y otros como positivas.

			


			Desde la firma del Tratado del Nuevo Cuyo en 1988 la Provincia de La Rioja se incorpora a la Región del Nuevo Cuyo como nuevo integrante. La región de Cuyo conservó su participación del 6,8% en la población total del país entre los censos de 1980 y 1991, en la actualidad la Región del Nuevo Cuyo representa el 8,2 % de la población total del país. Esta región atrajo migrantes desde el resto del país a través de programas de desarrollo especiales y regímenes de fomento de emprendimientos agrícola ganaderos, un ejemplo de ello son el fomento a los olivares en San Juan y La Rioja para la producción de aceite.

			Caracterización territorial, ambiental y agroecológica de la región Cuyo.

			La región de Cuyo está ubicada en el centro oeste de la República Argentina, suele existir diversas opiniones sobre las provincias que la integran, principalmente con San Luis y La Rioja. Según el Ministerio del Interior la región Cuyo abarca tradicionalmente las provincias de Mendoza, San Juan y de San Luis, y que comparten una igualdad cultural y tradición histórica en común. Es usual la inserción de la Provincia de La Rioja dentro de la región a partir del Tratado del Nuevo Cuyo. (Ver mapa Nº 1 en anexo).

			En esta región prevalece un relieve montañoso de escasa vegetación. Cuyo se destaca por tener un relieve altamente montañoso hacia el oeste, donde el principal cordón es la Cordillera de los Andes, conformada por: La Cordillera Principal, divisoria de aguas y límite con Chile, que incluye al cerro Aconcagua, de casi 7000 mts, el más alto de toda América, el monte Pissis, de 6792 mts y el cerro Mercedario, de 6770 mts. Cordillera Frontal: paralela a la principal, está compuesta por varios cordones independientes. La Precordillera de Mendoza y San Juan. Hacia el este, predominan las extensas planicies llamadas Travesías en San Juan, Mendoza y San Luis, las cuales entran en contacto con la llanura pampeana, compuestas por varios cordones serranos aislados pertenecientes a las Sierras Pampeanas y diferentes salinas en las zonas más hundidas de las llanuras. En el sur de Mendoza, predomina el relieve de mesetas y volcanes de la Reserva Provincial La Payunia.

			El clima seco y los inviernos fríos, particularidades climáticas desérticas que benefician al desarrollo de la vid, y en los veranos, pese al calor, la altura donde se sitúan los cultivos favorecen su calidad para la elaboración de vinos, valorados internacionalmente. En la franja de los Andes como en el territorio desértico, durante el año puede apreciarse un gran calor durante el día y mucho frío por la noche. El Zonda es un viento cordillerano agudo y particular de esta región, que se ocasiona especialmente en invierno. La región cuyana ha resistido a lo largo de su historia numerosos terremotos, ya que se encuentra en una zona sísmica.

			Una de las actividades más importantes es el cultivo de uva o vid y la fabricación de vinos, siendo la región de Cuyo reconocida por la excelencia de sus uvas y su producción vitivinícola favorecida por las características agroecológicas. En las provincias de Mendoza y San Juan se centraliza el mayor porcentaje de bodegas y viñedos del país. Aunque debido a las condiciones climáticas, de máxima aridez, es necesario el riego de los viñedos. Los terrenos cultivados con vid se encuentran rodeados por árboles cuya función es frenar los vientos cordilleranos. Las políticas públicas y las acciones privadas están más orientadas al mercado mundial que al nacional, por este motivo, es de gran importancia los cepajes para la elaboración de vinos finos.

			


			Caracterización territorial, ambiental y agroecológica de la provincia de Mendoza.

			La provincia de Mendoza se extiende entre los 32° y 37°35´ de latitud sur, y 66° 30´ y 70° 35´ de longitud oeste y se encuentra situada en el centro-oeste argentino, en la región de Cuyo y en la frontera con Chile. Según el Ministerio del Interior su superficie es de 148.827 km2 que representa la octava provincia más grande. Limita al norte con San Juan, al este con San Luis y La Pampa, al sur con La Pampa y Neuquén y al oeste con Chile. Reproduce un patrón de asentamiento común a lo largo del eje de la cordillera de los Andes Centrales: ciudades medianas, localizadas al pie del sistema montañoso en las zonas de contacto entre piedemontes y llanuras, que emergen por agudos procesos de concentración y como consecuencia de una estructuración del espacio productivo restringido a las ofertas de agua y suelos, basándose en una economía de agricultura intensiva bajo riego que se desarrolla en oasis artificiales orientados a modelos agroindustriales. 

			Con una superficie total de 150.839 Km2, cuenta para 2011 con un total de 1.765.685 habitantes, 92,96 % se encuentran asentados en los oasis conformados a partir de la utilización del agua para riego, que conforman tan sólo el 2,4% de la superficie provincial. Las regiones geomorfológicas existentes en la provincia son las siguientes (Ver mapa Nº 2 en anexo): 1. Cordones Montañosos y Serranos. 2. Bloque de San Rafael 3. Depresión de los Huarpes 4. Huaiquerías 5. Meseta del Guadal 6. Llanura de la Travesía 7. Payenia En la provincia se pueden identificar dos sectores de características marcadamente diferentes: los oasis de riego y las áreas no irrigadas. Uno de los rasgos identificadores de Mendoza es el fuerte contraste geomorfológico de su territorio, entre las montañas y las planicies. Los cordones montañosos de los Andes superan los 4.000 m, como el cerro Bayo y las cumbres de la cordillera del Plata, y culminan en la altura máxima del subcontinente sudamericano, con el cerro Aconcagua (6.959 m). Hacia el sur domina una morfología de relieves modernos y volcánicos, la Payunia, en clara transición hacia el paisaje patagónico. Otras cumbres de la provincia son el cerro Negro, el Tupungato y el Sosneado, éste último en la región de Cuyo, donde también se localiza el valle Potrerillos y destaca el Piedemonte argentino. El espacio más homogéneo de las planicies se ubica en el sector oriental y su ligazón con el área montañosa del oeste es resuelta por la cuenca del río Desaguadero a partir de las aguas aportadas por los caudales de los ríos Mendoza, Tunuyán, Diamante y Atuel. Además de la laguna Llancanello, destacan los bañados de Guanacache. El relieve impone sucesiones climáticas que determinan pisos de vegetación, como cinturones bioclimáticos, donde ésta se modifica en función de la topografía, disponibilidad de agua, suelo y orientaciones, etc. De este a oeste, distintas unidades de paisaje se amalgaman en la conformación de pisos altitudinales.

			El clima cordillerano frío y con precipitaciones en invierno; por otro, el clima de veranos cálidos de las llanuras, escasamente beneficiadas por las precipitaciones que aportan los vientos procedentes del océano Atlántico. Unos 250 mm anuales precipitan en forma de lluvias durante el verano, y otorgan identidad a las condiciones ambientales de la provincia: un espacio árido en el que los recursos hídricos condicionan el asentamiento humano y las actividades económicas.

			Estructura económica de Mendoza.

			Históricamente, la agricultura ha sido uno de los factores principales de desarrollo de la industria y elemento básico para el asentamiento de la población. En la actualidad, la mayor parte de la superficie agrícola se destina a la vitivinicultura, cuyo arraigo no ha sido superado por ningún otro cultivo. Según el Instituto Nacional de Vitivinicultura la actividad vitivinícola presentó características de calidad excepcional, la sanidad fue excelente. La producción total de uva fue de 26.196.906.43 quintales lo que indicó una suba del 20% que representa más del 50% del total nacional. La provincia es el mayor productor nacional de fruta fresca (manzanas, peras, ciruelas, cerezas, duraznos), el 70% de cuyo monto es industrializado como zumos y frutas deshidratadas, destinándose el resto de la producción al consumo directo. Los olivos aprovechan las zonas marginales de los oasis de regadío del norte de la provincia, y aportan el 40% del total nacional producido. La horticultura (tomate, papa, ajo, cebolla, zanahoria, pimiento, espárragos, legumbres) se realiza entre los cultivos perennes, destacándose la producción periurbana a la capital de la provincia, principal consumidora de verduras y hortalizas frescas. La fruticultura configura también un rubro de primera importancia a escala nacional, en lo que respecta a la producción de cerezas y guindas, ciruelas, damascos, membrillos y nueces. La explotación forestal surge, precisamente, como consecuencia de la necesidad de contar con cortinas protectoras y embalajes baratos para la producción frutícola.

			3) Concuerda usted qué la estructura económica tanto de la región y de Mendoza se encuentra atada al desarrollo de la actividad vitivinícola.

			Históricamente sí estuvo más que atada. Hoy en día creo que no es tanto; en Mendoza la participación sigue siendo alta, pero hay otras actividades y habría que medir mucho para ver cual tiene más peso porque hay destilería, minería, hidrocarburos y turismo. Si yo tomo los datos específicos del vino saliendo de la bodega, es un valor, pero insisto hay que ver las actividades concatenadas, la cadena de agregación de valor porque esto es lo que nos hace ver la idea de la importancia de la actividad. Es muy fácil obtener el dato de participación del producto bruto de tal o cual actividad pero la actividad te das cuenta de su importancia solo cuando se cierra porque se cierran también las concatenadas y ahí te das cuanta cuentas actividades que dependían de una principal. Y esto es lo más difícil de medir para determinar realmente si Mendoza y la región sigue teniendo como eje central a la vitivinicultura lo que sí puedo decir si la actividad se perdiera produciría un desastre porque si no es la mayor igual tiene un peso más que importante. Respecto a san Juan, históricamente pudo tener mayor peso que Mendoza pero con el tema de la minería y el desastre que se está haciendo hasta están boicoteando al turismo.

			-	¿Y el tema de la competencia por el uso del agua con la minería? 

			-	Si ni hablar, por su puesto es terrible el tema de la contaminación de los diques de cola, agua contaminada con arsénico. San Juan ha caído mucho a lo que era años atrás y las bodegas se han concentrado en Mendoza aunque tengan algunos viñedos en San Juan. 

			


			El desarrollo de las manufacturas ha sido favorecido por la conjunción de tres factores: abundancia de materias primas de generación local, en particular agrícola; disponibilidad de energía barata (más de un 60% proporcionada por hidroelectricidad); y presencia de mano de obra cualificada. La elaboración de alimentos y bebidas representa el 14% del producto bruto industrial de la provincia y, a escala nacional, sobresale por la producción de vino, a la que destina el 99% de la uva obtenida. La industrialización de hortalizas representa un rubro de importancia, en particular la elaboración de tomate (primera provincia productora del país) y, en menor escala, de productos deshidratados (ajo, cebolla, perejil, pimiento, papa).

			La refinación de petróleo representa el 70% del producto bruto industrial provincial y procesa hidrocarburos procedentes de dos cuencas petrolíferas: Cuyana, al norte del territorio, y Neuquina, al sur. La generación de petróleo crudo ronda los cinco millones de m3 (14% del total nacional), con reservas comprobadas por cuarenta millones (12,6% del total nacional). El uranio extraído de yacimientos propios es también industrializado en la provincia, en las plantas de tratamiento de Malargüe y Sierra Pintada.

			Mendoza canaliza hacia el exterior unos 900 millones de dólares siendo el 37% del petróleo y derivados, el 11% de productos hortícolas hacia el Mercosur y la Unión Europea, y el 25% en producción vitivinícola. Los volúmenes exportados en vino, en el año 2010, fue de 2.307.069,53 de Hectolitros por un valor de 658.408,40 miles de dólares.

			En cuanto a actividades concatenadas es importante mencionar, a parte de todas aquellas que se relacionan directamente con el proceso productivo de vinos, a el “turismo de bodegas”, “la ruta del vino” que atrae contingentes del país y del mundo, también gracias a recursos paisajísticos montañosos que hacen posible la práctica de los deportes invernales y el aprovechamiento de fuentes termales. En conclusión Mendoza es un lugar favorecido para la producción de alimentos y bebidas de calidad. Destinataria de importantes inversiones turísticas y vitivinícolas. Es un sector puramente exportador que abastece a diversos mercados. Mendoza es una de las 8 grandes capitales del vino junto a Melbourne, Burdeos, Florencia, Rioja, San Francisco-Napa Valley, Bilbao-Rioja, Porto y Ciudad del Cabo. Las variedades de uva de alta calidad vinícola más desarrolladas son: Malbec, Bonarda, Cabernet Sauvignon, Pedro Giménez, Syrah, Merlot, Tempranillo, Chardonnay. Las regiones vitivinícolas se encuentran: al centro en Lujan de cuyo, en el Valle de Uco: Maipú y Godoy cruz, al norte: Lavalle y Las Heras, al este: San Martín y Rivadavia y al sur: San Rafael y Gral. Alvear.

			


			Descripción de la actividad económica.
La actividad Vitivinícola y su desarrollo en la región.

			La viticultura (del latín vitis, “vid”) es el cultivo sistemático de la vid, o parra, para usar sus uvas en la producción de vino. Las vides pueden ser propagadas por semillas, estacas, acodos o por injerto de púa o de yema. Las semillas se usan principalmente para la producción de nuevas variedades. En la escala comercial las más usadas son las estacas. En el caso de aquellos cultivares de difícil enraizamiento se usan acodos. Los labores culturales del viñedo se realizan para facilitar la distribución del agua de riego, controlar malezas, podar y fertilizar. Las labores están en íntima relación con los momentos de riego, por lo tanto con las épocas de mayor necesidad de humedad, como lo son el comienzo de vegetación de la planta. Los riegos pueden hacerse por diversas técnicas como por surco, inundación, goteo o aspersión. 

			La región de Cuyo y en especial Mendoza son reconocidas y premiadas a nivel mundial por sus bodegas y por la calidad de sus vinos. Según testimonios históricos, años después de la fundación de Mendoza la actividad vitivinícola contaba con un progreso notable y la responsabilidad se le atribuye a Pedro del Castillo - primer fundador de Mendoza quien habría introducido la vid desde Chile. Otra teoría es que Juan Jufré - el segundo fundador de Mendoza fue el responsable junto al padre Cidrón de las primeras plantaciones entre 1569 y 1575. Por lo tanto, la historia de la Vitivinicultura Argentina se remonta a la época de la colonización, ya que el cultivo de la vid estaba estrechamente relacionado con las prácticas agrícolas de los colonos españoles. Las primeras especies Vitis vinífera llegaron a mediados del Siglo XVI al Cuzco (Perú), de allí pasaron a Chile y a partir de 1551 fueron introducidas en la Argentina, propagándose por el centro, oeste y noroeste del país. Su cultivo se vio fomentado por el consumo de vino y pasas, como alimento calórico, por parte de los soldados, y también porque los sacerdotes católicos misioneros implantaron viñedos, con el fin de contar con el vino, que indispensablemente requerían para celebrar la Santa Misa. En las Provincias de Mendoza y San Juan se implantaron los primeros viñedos entre 1569 y 1589, lo que dio lugar, con el transcurso del tiempo, al desarrollo de una gran industria que transformó la aridez de esta zona, en verdes y extensos oasis mediante el uso de sistemas de riego.

			Esta región de Cuyo gracias a óptimas condiciones climáticas y de suelo, permitió a la vitivinicultura un amplio y acelerado desarrollo. A principios del Siglo XVII, ya se contaba con una importante producción de vinos, lo que llevó a buscar nuevos mercados, tales como la Provincia de Buenos Aires ya que allí se radicaba la mayor parte de la población. A fines del Siglo XIX se comenzaron a emplear en mayor escala barriles de madera y a partir de 1853 la región vitivinícola más importante del país, Cuyo, sufrió una transformación radical debido a la organización constitucional, la creación de la Quinta Normal de Agricultura en Mendoza, que fue la primera Escuela de Agricultura de la República Argentina y la llegada del ferrocarril. Por otra parte, el dictado de las leyes de aguas y tierras permitió el crecimiento de la colonización, con el importante aporte de los inmigrantes europeos que conocían muy bien las técnicas vitivinícolas y el cultivo de las variedades aptas para vinos finos, lo que dio lugar a innovaciones en las prácticas enológicas utilizadas en las bodegas hasta ese entonces.	

			


			Factores de localización empresarial.

			Los principales factores de localización empresaria tanto en la región y en Mendoza van de la mano de sus caracterizas ambientales y agroecológicas, aunque con adaptaciones antrópicas respecto al recurso hídrico. Por otra parte el proceso histórico de la gran inmigración ha sido calve en la localización y por último la conexión al mercado con la llegada del ferrocarril en 1885 fue otro punto clave para que se terminar de definir la localización de la actividad vitivinícola en Cuyo.

			


			4) ¿Cuáles piensa que son los principales Factores de localización empresarial en la región y en particular en Mendoza?

			Hay cinco factores de localización industrial para cualquier actividad, estos son disponibilidad de materia prima, mano de obra, energía, transporte y mercado, y bueno además de contar con el capital, la tierra y la tecnología como factores de producción. La mayoría de las industrias del mundo se localizan en función del mercado por lo que dijimos antes del costo y riesgo del transporte de los bienes finales. Pero hay actividades que necesariamente, en la primera parte de la producción y si es de calidad en todas, tienen que estar al lado de la materia prima que es el caso de la vitivinicultura, yo no puedo tener la uva y procesar la en otro lado por peso, volumen y al ser producto perecedero. Por lo que la localización no tuvo muchas alternativas, habiendo elegido el lugar de producción de vid allí se tiene que instalar la bodega, es un tema general de la actividad. En cuanto a la mano de obra, originariamente en la época de la colonia era indígena y lego mujeres inmigrantes que eran las cosecheras y de ahí el origen de la reina de la vendimia, hoy en día las chicas que se eligen como reina en la vida pisan un viñedo, pero ahí surge la fiesta eligiéndola reina entre las viñateras. Y se eligieron mujeres porque a la hora de cortar la planta son más cuidadosa y delicadas en la cosecha y los hombres se encargaban de cargar los canastos. Mano de obra nuca ha faltado porque también se ha trabajado con población chilena, cuando el tipo de cambio beneficia esto no es así en la actualidad, pero se ha reemplazado la mano de obra por bolivianos porque allí si el cambio favorece ya que la relación es de 1 peso a 3 bolivianos, inclusive están llegando a actividades en la patagona. La mano de obra a nivel viñedo nunca fue un problema y a nivel de industrias tampoco porque Mendoza es una de la ciudad con una población importante, tiene muy buena capacitación de la gente. Tiene una tradición muy importante con los italianos, yo podría decir que son negreros en la forma de trabajo pero el conocimiento técnico y productivo del cultivo es excelente, yo he visitado unas cuantas bodegas y esto es así. En cuanto el transporte históricamente tuvo el ferrocarril y eso peso mucho, y el ferrocarril que llego a Mendoza también hizo que la producción pudiera venir directamente al gran mercado de la Capital Federal y el gran Bs. As., en cuanto a los caminos no está en las peores condiciones pero tampoco es Córdoba y la distribución que tiene. Pero el cierre de los ferrocarriles perjudico mucho y encareció el transporte y el tema de la distribución de los caminos, sus estados y la distancia. Actualmente hay un proceso de localización de bodegas chilenas porque el espacio urbano de Santiago de chile está avanzado sobre el valle productivo chileno que es muy angosto, es decir venden sus hectáreas de viñedos como terreno urbano, allí se construyen barrios cerrados y compran viñedos en Mendoza y San Juan, es el caso de Concha y Toro. Léase, gran parte de los viñedos son de empresas chilenas y también con este dinero fresco porque vendieron caro y el tipo de cambio que les es favorable y producen más barato que chile compraron bodegas argentinas, eso está pasando del 2001 para acá. Claro proceso de extranjerización de la economía, en este caso la vitivinicultura, pero hoy invierten porque le es rentable pero se da vuelta la cosa y se van a invertir a otro lado, también tiene que ver con los momentos de apertura y de cierre de las economías.

			


			Efectos territoriales de la actividad económica.
Efectos demográficos.

			La distribución de la población, en la provincia de Mendoza, muestra un esquema que se polariza en subregiones geográficas: las zonas de cordilleras y las de llanuras. Dentro de éstas últimas, las zonas bajo riego o de “oasis artificiales”, y las sin riego o de “desierto”. En principio, tal polarización se asienta en la ganancia de algunas zonas en detrimento de otras. La distribución de la población, se encuentra ligada con relación a la oferta de recursos, en especial el hídrico. Por lo tanto uno de los elementos que más incide en la conformación del territorio y la distribución de población en la provincia es la escasez de agua. Dicho condicionamiento se reproducen en todo el territorio provincial y a nivel regional particularmente en las vecinas de San Juan y La Rioja. La población mendocina se distribuye desigualmente. Del poco más del millón y medio de habitantes de la provincia, el 98,5 por ciento se asienta en las zonas de oasis que suman un magro 2 por ciento de la superficie provincial, mientras el 1,5 por ciento lo hace en el resto del territorio, representando por el secano.

			


			5) ¿Qué efectos territoriales de la actividad económica considera de mayor importancia con lo que respecta a efectos demográficos y de desigualdad interterritorial?

			Todas las cuestiones que pueden ser tecnológicas, políticas y económicas que no siempre son solamente de ese lugar te impacta en todo. Los efectos demográficos, ni hablar si yo mecanizo dejo a la gente sin trabajo y se va a otro lado, el tipo de cambio te moviliza todas las masas laborales de un lado para el otro, más en América latina y en este caso que es una zona de frontera. 

			La densidad de población promedio en los oasis es de 512 habitantes por km2, pero se debe tener en cuenta que quedan aquí incluidas áreas urbanas, dotadas de infraestructuras y servicios y con mayor densidad de población que la calculada y áreas rurales de uso intensivo con una densidad poblacional menor. Lo mismo ocurre en el resto del territorio de la provincia, cuya densidad poblacional promedio de 0,16 habitantes por km2 comprende áreas con caseríos o centros poblados con mayor densidad de población que la calculada y áreas de desierto y de cordillera con población dispersa y densidades menores. Otro aspecto demográfico a analizar son los procesos migratorios de tipo expulsivos rural hacia lo urbano, que generan grandes niveles de concentración periférica en zonas urbana marginales. Estos procesos traen aparejado un empeoramiento de las condiciones de vida de los sectores sociales más vulnerables.

			Según la observación de la distribución de la población en el territorio mendocino es posible pensar la existencia de tres franjas que en sentido meridiano recorren el territorio provincial. Una primer franja al oeste, marcada por el dominio de la gran montaña y con los niveles más bajos de densidad poblacional de todo el territorio, una franja central –piedemontes y conos aluvionales- coincidente con las áreas urbanas y tierras de regadío artificial que concentra las mayores densidades poblacionales, y por el oriente una tercer franja coincidente con las grandes llanuras del secano, nuevamente con bajas densidades poblacionales. (Torres, 2003). Con lo dicho hasta aquí podemos ver que la desigualdad en el acceso a los recursos, en especial al agua y al suelo determina que los procesos de desarrollo de la región tengan como característica central la de estructurarse sobre una dualidad básica expresada en la coexistencia de territorios nucleares y marginales. Es decir, hay un marcado desequilibrio territorial y falta de equidad social tanto en las zonas de secano como en las de cordillera en comparación con las llanuras irrigadas.

			


			Desigualdad territorial.

			En la provincia de Mendoza se pueden identificar interprovincialmente desigualdades territoriales en dos sectores de características marcadamente diferentes: los oasis de riego y las áreas no irrigadas. Estas últimas, por su parte, corresponden al sector Este de las travesías y al sector Oeste de las montañas y mesetas, donde se localizan asentamientos aislados, localizados donde la disponibilidad de agua subterránea a escasa profundidad es mayor.

			Las actividades económicas que se desarrollan en las áreas no irrigadas podrían catalogarse como de subsistencia con un tipo de utilización extractiva de los recursos, siendo característicos del área del monte la provisión de leña, la fabricación del carbón vegetal y la caza de fauna silvestre por “hacheros”. Otra actividad económica de la zona no irrigada es la ganadería extensiva de vacunos criollos, hoy en franca declinación debido a la baja capacidad ganadera de las tierras sin riego. Los caprinos y ovinos poseen características que los hacen más aptos para su cría y engorde en los valles de altura por lo que están reemplazando en forma paulatina a los primeros.

			Los oasis de riego abarcan una superficie aproximada de 350.000 ha distribuidas en tres zonas: Norte, irrigada por los ríos Mendoza y Tunuyán; Centro-Oeste, también irrigada por este último; y la Sur, irrigadas por los ríos Diamante y Atuel (Ver mapa Nº x en anexo). Allí se desarrollan actividades rurales como la horticultura, principalmente de ajo, cebolla, tomate y pimiento; la fruticultura, para producción de durazno, ciruela, peras, manzanas y damascos; la olivicultura para aceitunas y aceite; y la vitivinicultura con una participación del 70% en la producción nacional de uva. Aproximadamente 145.000 ha, es decir el 48.2 % de las tierras cultivadas en la provincia, se destinan al cultivo de la vid. En estas zonas se asientan también los principales núcleos urbanos de la provincia, incluyendo el Área Metropolitana de Mendoza (AMM).

			


			Impacto medioambiental.

			Los problemas ambientales de la provincia de Mendoza se pueden atribuir básicamente a la concentración económica y demográfica en los oasis de riego, resultante de las características climáticas, edáficas, su ubicación espacial: su latitud y altitud y la distribución de recursos. Los problemas ambientales provocados por la actividad económica pueden clasificarse en: 

			


			•	Degradación / desertificación de los suelos 

			•	Disminución de la biodiversidad 

			•	Contaminación atmosférica 

			•	Degradación de los recursos hídricos 

			•	Salinización de acuíferos y suelos 

			


			La desertificación es la resultante de una condición ambiental natural de vulnerabilidad que se conjuga con usos del suelo no compatibles con la misma. Es por lo tanto un problema que tiene su origen en factores naturales y antrópicos a la vez. Las tres principales causas antrópicas de la desertificación en Mendoza son el sobrepastoreo, la deforestación y las prácticas agrícolas no sustentables. Los factores de origen naturales dan por resultado la erosión, que es un proceso de pérdida del suelo como consecuencia de la acción de agentes erosivos tales como lluvia, viento y nieve. Se puede mencionar al respecto un estudio del territorio provincial de vulnerabilidad a la desertificación, que concluyó que prácticamente en todos los ecosistemas de la provincia la vulnerabilidad es alta y muy alta, con una marcada elevación de los valores en las zonas de alta montaña. (ROIG, 1992 en Ministerio de Ambiente y Obras Públicas del Gobierno de Mendoza, 1997) 

			La disminución de la biodiversidad puede atribuirse principalmente a la modificación de los ecosistemas naturales como consecuencia de la expansión de la superficie cultivada, la tala indiscriminada de bosques y la urbanización e industrialización. De esta forma se ha condenado a muchas especies de la flora y la fauna local a disminuir su área de distribución. Sumado a esto, la caza comercial de animales para obtención de cueros, pieles, carnes u otros productos, así como su captura para venta como mascotas ha representado una presión excesiva sobre muchas especies; en especial en los sectores no irrigados donde esta actividad constituye una de las fuentes de ingreso más importante de los pobladores de escasos recursos.

			Respecto a la Contaminación atmosférica la concentración de las actividades y el proceso de industrialización creciente generan una serie de problemas ambientales que se suscita especialmente en las ciudades y deteriora la calidad del ambiente comprometiendo la salud y el bienestar de las personas, dañando materiales y afectando a la flora y fauna local. Las fuentes principales de emisión en la ciudad son los vehículos de combustión, determinados procesos industriales y la incineración de residuos domiciliarios. En áreas agrícolas se puede mencionar como fuente de contaminación a las quemas realizadas durante el invierno para combatir las heladas, especialmente en la zona Este, Luján, Maipú y el Valle del Uco. Con respecto a los olores se pueden mencionar como principales responsables a los procesos industriales que implican descomposición de la materia orgánica en bodegas, fábricas de embutidos, aceites, conservas, etc. Las características climáticas de la provincia son favorables a la contaminación atmosférica debido principalmente a la existencia de la Cordillera de los Andes que constituye una barrera orográfica para el paso de los vientos húmedos provenientes del Pacífico, al número considerable de días sin viento y a las inversiones térmicas frecuentes en los meses invernales que obstaculizan la dispersión de los contaminantes. 

			En cuanto a la degradación de los recursos hídricos, debido al clima árido del área, ellos deben ser considerados con especial atención puesto que un tratamiento inadecuado de los mismos puede llevar a graves situaciones de contaminación de difícil solución, que pueden comprometer el desarrollo socioeconómico de la provincia. El agua ha sido aprovechada a través de la constitución de oasis de riego que han permitido una utilización del espacio a grado tal que el 92,96 % del total de la población provincial habita actualmente estas zonas. Las aguas de los ríos de cauce permanente (Mendoza, Tunuyán, Diamante, Atuel, Malargüe, Barrancas y Grande), sumadas a la extraída de los acuíferos son las que abastecen y hacen posible cultivar los oasis. Asimismo, son las que sustentan los requerimientos crecientes de agua potable y para uso industrial. Las distintas actividades humanas, industrial, agrícola, petrolera, minera y las inherentes a los asentamientos humanos, afectan la calidad del recurso hídrico, nosotros nos concentraremos en los efectos de la actividad vitivinícola. Con respecto a dicha actividad la contaminación por agroquímicos (pesticidas, fertilizantes y herbicidas) se da en las principales cuencas de agua subterránea afectadas que se encuentran en el área del río Mendoza, en el Tunuyán Superior e Inferior y en el Diamante. Se puede presumir la existencia de contaminación de este tipo en todos los oasis irrigados pero pocos son los datos para afirmarlo. 

			Otro factor a tener en cuenta, con respecto a los recursos hídricos, es el problema de las “aguas claras” que se produce como consecuencia de la instalación de embalses artificiales que modifican el régimen natural de los ríos y facilitan la sedimentación de partículas arrastradas por ellos. Esto implica una disminución en el aporte de limos que fertilizan las zonas sujetas a cultivos y una disminución en la eficiencia de la red de canales para riego al aumentar la cantidad de agua pérdida por infiltración. La problemática, a pesar de ser particular, de la contaminación hídrica debido a la gran incidencia de los basurales clandestinos, muchos de ellos ubicados en los bordes de los canales de riego y colectores, sobre la calidad de las aguas superficiales y subterráneas a estas últimas como consecuencia de la percolación, merecen prestarles atención. 

			Un aspecto a analizar es la contaminación por vuelcos de efluentes industriales y por la actividad minera, debido a la obtención de Uranio, oro y plata puesto que no sólo se manejan sustancias de gran poder contaminante sino que, además, es necesaria la utilización de grandes cantidades de agua y arsénico en las tareas de extracción. Particular importancia debe darse a la actividad petrolera, tanto extractiva como de refinería, debido a su potencial para la contaminación del agua, suelo y aire y a su estrecha relación con los sistemas naturales de la provincia, dada la importancia de los impactos ambientales potenciales sobre el Oasis Norte. Estas tres actividades, en competencia por el uso del recurso escaso como la minería o potenciales contaminantes como la actividad industrial y la petrolera, pueden frenar el desarrollo y limitar la sustentabilidad de la economía regional vitivinícola cuyana a escala macro y mendocina a escala micro. El Departamento General de Irrigación monitorea periódicamente parámetros físicos, químicos y biológicos para detectar la presencia de contaminantes orgánicos, inorgánicos y microbiológicos en distintos puntos de la provincia. 

			


			6) ¿Qué importancia le otorga a las políticas públicas a la hora de corregir/aminorar los efectos territoriales e impactos en el medio ambiente?

			Si vamos a tomar el caso específico de la Argentina es puro discurso, hay cierta legislación pero no está reglamentada o bien reglamenta, no pongo controladores, no creo los entes, no digo los límites de contaminación aceptadas. Así no puedo controlar nada, pero en general esto sucede a nivel mundial es todo discurso, doble cara es lo que nos muestra la práctica se crean carreras pero cuando pretendes ejercer algo te encontrás con muros increíbles.

			


			La Salinización de los suelos en los oasis agrícolas de Mendoza irrigados abarcan aproximadamente 350.000 ha., de las cuales el 60 % presenta procesos de degradación de suelos en mayor o menor grado como consecuencia de labranzas, remoción de suelos, monocultivos, adición de nutrientes y biocídas, riego, drenaje, etc. (Plan Nacional de Lucha contra la desertificación, Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad Nacional de Cuyo). En la región irrigada el fenómeno preponderante de degradación del suelo es la salinización de los mismos como consecuencia de la elevación del nivel freático conteniendo agua con concentraciones elevadas de sales. Este proceso puede deberse al ascenso capilar del agua por exceso de riego en los campos cultivados, lo que se ve agravado en algunos casos por un drenaje superficial deficiente. La consecuencia de la salinización de los suelos es su progresiva pérdida de la productividad hasta niveles tales que es imposible sustentar un cultivo económicamente rentable y los productores se ven obligados a abandonar sus campos. Debe tenerse en cuenta que los suelos de la provincia son naturalmente salinos por los que se debe tener especial cuidado de no sobrepasar las concentraciones tolerables para cada cultivo. 

			


			Marco legal y regulatorio sobre el recurso hídrico.

			El marco jurídico del recurso hídrico ha sido fruto de muchos años de trabajo, experiencia de aciertos y dificultades, con raíces en la legislación española del siglo XIX y las normas de la Colonia. El sistema legal provee las bases jurídicas para la intervención y acción de la Autoridad de Aguas y establece los alcances, competencias y procedimientos para el aprovechamiento del recurso. Se le asigna una gran importancia a los derechos adquiridos y a la participación de los usuarios a través de las organizaciones de usuarios llamadas Inspecciones de Cauce.

			La escasez del recurso hídrico y la fortaleza organizativa de las Inspecciones de Cauce, ha permitido lograr un alto índice de acatamiento de las normas. El marco jurídico se ha fortalecido en el tiempo logrando su vigencia hasta el presente por la generalidad de su contenido y la delegación de facultades en la Autoridad de Aguas, con el objeto que ella regule los aspectos procedimentales e instrumentales del derecho. Sin embargo, el crecimiento económico asociado al deterioro de la calidad, ha puesto en aprieto a la Autoridad de Aguas y ha despertado reacciones encontradas para modificar la estructura legal e institucional vigente. Las principales normas que sostienen el derecho positivo para el aprovechamiento de las aguas, de acuerdo al orden jurídico para su aplicación es:

			- Constitución Nacional establece que las Provincias conservan para sí todos los poderes “no delegados expresamente a la Nación”, entre los que se encuentra la facultad de legislar sobre las aguas.

			- Código Civil, sancionado en 1869, hace una enumeración de los bienes de dominio público, entre los que se encuentran los ríos, sus cauces, las aguas que corren por cauces naturales y todo otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general, contempla incluso el agua subterránea.

			- Constitución Provincial, sancionada en 1916, fija los principios y bases del sistema legal que estructura el aprovechamiento de las aguas.

			- Ley General de Aguas sancionada del año 1884, establece los principales aspectos de la gestión del recurso hídrico en Mendoza, las competencias, autoridades, sistema de administración y distribución de las aguas. Tipifica derechos y obligaciones de los usuarios. Es la principal norma hídrica de la provincia y rige la administración del recurso desde el año 1884. Fija los principales aspectos que gobiernan la gestión, establece las condiciones para la distribución de las aguas para la irrigación y demás usos, regula lo referido a servidumbre de acueductos, prerrogativas de uso, los mecanismos de control, cargas tributarias, prioridades en el uso, preservación de la calidad, desagües y drenajes, defensa contra efectos nocivos de las aguas y la estructura institucional de la Autoridad de Aguas. En lo referente al dominio de las aguas, establece que cuando nacen y mueren dentro de una misma propiedad particular tienen el carácter privadas. Asimismo, pertenecen al dueño de un predio, las aguas pluviales que caen en el mismo, mientras escurren por él. Puede, en consecuencia, construir dentro de su propiedad, estanques o represas para conservarlas al efecto de su uso, siempre que con ello no cause perjuicios al público ni a terceros. Para el aprovechamiento de las aguas públicas dispone el siguiente orden de prioridades: 1°) Abastecimiento humano, 2°) Riego, 3°) Industria, 4°) Estanques para viveros o criaderos de peces. Dentro de cada clase serán preferidas las empresas de mayor importancia y utilidad. Aquí la Ley General de Aguas introduce los principios de eficiencia y costo de oportunidad en el uso del recurso.

			- Leyes 4035 y 4036, sancionadas en 1974, establecen las condiciones generales para el aprovechamiento del agua subterránea. Contemplan aspectos como: ámbito de aplicación, registro, regulaciones vinculadas a la fuente y usos del recurso mediante concesiones sin perjuicio de terceros.

			


			Influencias de las políticas públicas sobre el recurso hídrico.

			En la actualidad existen numerosos organismos en la órbita nacional, regional y provincial que tienen injerencia directa o tangencial en la investigación, operación de la infraestructura hidráulica y en la evaluación de los impactos ambientales asociados al recurso hídrico. 

			En el ámbito nacional, la política de la República Argentina en materia de recurso hídrico, se edifica a partir de las disposiciones de la Constitución Nacional que reconoce a los Estados Provinciales todo el poder no delegado al Gobierno Federal. El dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio corresponde a las provincias y las aguas tienen el carácter de bienes del dominio público, de allí que la regulación de su uso está en manos de las provincias. No existe un Código o una Ley de Aguas de alcance nacional. La Subsecretaría de Recursos Hídricos es quien tiene a su cargo la formulación de una Política Hídrica Nacional, basada en la integración tanto territorial como funcional del recurso hídrico, mediante la elaboración, planificación, ejecución y supervisión de programas de trabajo para la concreción de grandes obras públicas hidráulicas. La Subsecretaría no es un órgano de gestión sino de asesoramiento, cuya función es coordinar a los Estados Provinciales y brindar asistencia técnica.

			El aprovechamiento de las aguas en cuencas que abarcan varias provincias, es fuente de permanente conflicto. Su regulación conforme a disposiciones constitucionales y jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, debe someterse a tratados interprovinciales o regionales. En la actualidad, Mendoza forma parte del Comité Interjurisdiccional del Río Colorado (COIRCO), en el que participan las provincias de Neuquén, Río Negro, La Pampa y Buenos Aires. Esta es la experiencia más exitosa en cuanto a gestión de cuenca en el ámbito nacional y ha sido fuente de inspiración para que numerosas provincias avancen en la gestión del recurso hídrico al nivel de cuenca.

			Existen en Mendoza varios organismos públicos y privados, que tienen injerencia e influencia en el manejo y operación del recurso hídrico, en distintas etapas del proceso de captación, distribución y aprovechamiento del mismo. En 1894, se creó un único organismo para atender la administración de las aguas, pero con el paso del tiempo, la administración del recurso se tornó cada vez más compleja, lo que motivó que las autoridades provinciales, crearan otros organismos para asumir la administración y regulación de ciertos usos. En la actualidad, el Departamento General de Irrigación cuyo objetivo es la preservación, distribución y regulación de las aguas ,a fin de aprovechar todos sus usos posibles, ejerciendo el control directo respecto a las concesiones otorgadas e instando aquellas que se deban otorgar, realizando los estudios necesarios para luego instar la correspondiente Ley de Concesión ante la Honorable Legislatura de la Provincia y mantiene bajo su jurisdicción el mayor número de atribuciones y es la máxima autoridad hídrica en Mendoza puesto que todo aprovechamiento, independientemente del uso, debe contar con su previa autorización.

			La Ley General de Aguas en sus artículos 1°, 189°, 190° otorga facultades al DGI, para dictar las normas necesarias que aseguren el buen uso y aprovechamiento del recurso hídrico, a favor de inmuebles que requieran mayores dotaciones, en tanto no se comprometan los derechos de terceros. El déficit hídrico y la baja eficiencia, 35% en promedio para los uso agotadores, han contribuido a la superposición y concentración de derechos en numerosos inmuebles. De igual modo, el avance de los conglomerados urbanos sobre los oasis bajo riego está modificando la estructura de aprovechamiento del recurso hídrico. Mediante un “Registro Único de Aguas” (R.U.A.) se determina los excedentes hídricos para su re-asignación a través de un sistema de oferta y demanda hídrica que se renueva anualmente. Las cuotas de aguas no son un derecho transable entre los particulares sino que están sujetas a la re-apropiación y re-asignación a través de la Autoridad de Aguas. Las aguas son un bien del dominio público de la Provincia, y por esta condición, el usuario no la compra, sino que paga un canon por su uso para el sostenimiento de la administración. 

			


			Eficiencias de distintas modalidades de riego en los sistemas productivos.

			La técnica de riego consiste en reponer la humedad del suelo en cantidad y oportunidad adecuadas a fin de lograr en los vegetales el máximo rendimiento económico. Dichas técnicas según la forma de aplicación del agua al suelo y su disposición se clasifican en: Gravitacional (Por escurrimiento), Sin escurrimiento y por subirrigación. Como se observa en el cuadro I hay un claro predominio de la modalidad de riego gravitacional principalmente por surco. 

			


			Cuadro I: EAP, superficie implantada y regada, por sistema de riego, según escala de extensión de la superficie implantada con vid

			[image: ]

			(1) Dada la posibilidad de que en una misma EAP se utilicen distintos sistemas para el riego del viñedo o que se riegue sólo una parte de la superficie implantada, la sumatoria de las EAP puede exceder el total.

			Fuente: INDEC, Censo Nacional agropecuario 2002.

			En riego por escurrimiento o gravedad, el agua se aplica cubriendo parcialmente el terreno y se escurre infiltrándose en los pequeños cauces llamados surcos (riego por surcos) o bien se desliza sobre el suelo en delgada lámina que se infiltra en su desplazamiento (riego por inundación o manto). La eficiencia que se logra con este sistema es media, debido a la evaporación, fugas, desbordes e infiltración en el traslado de agua desde que llega a la fina hacia los lotes sino se utiliza mangas o tuberías, las pérdidas serán mayores cuanto más se demore el agua en llegar de un extremo a otro y la eficiencia de aplicación aumenta cuando el tiempo de avance es menor. Para ello el agua debe llegar al final con la mayor velocidad posible. De esa manera la eficiencia de aplicación aumenta como consecuencia de una menor aplicación de volúmenes (Ciancaglini, 2010). Por otra parte los costos de instalación y operación no son elevados y esta es su principal ventaja y el justificativo de que sea el mayor sistema de riego empleado pese a su eficiencia media/baja. 

			En riego sin escurrimiento, es decir riego localizado presurizado, vemos que la superficie y las EAP que utilizan dicho sistema son mucho menor comparando con el sistema de riego gravitacional. Esto ocurre principalmente por el alto costo que implica estas tecnologías de riego. A fines de la década del 80 comienza la incorporación de sistemas de riego presurizados en la Argentina. Particularmente en vid estos sistemas tienen la posibilidad de permitir el manejo del stress hídrico y gracias a esto se obtiene productos con calidad diferenciada y precios atractivos. Pero en una zona árida con precipitaciones escasas como las de la provincia de Mendoza si el riego localizado no es manejado racionalmente puede provocar una brusca salinización del suelo dentro del bulbo húmedo que afecte seriamente el rendimiento del cultivo (Fontela, 2007). Resultados de evaluaciones puntuales de equipos de riego localizado muestran bajos coeficientes de uniformidad, altos consumos energéticos (expresados como HP/ha) y problemas de salinización de los suelos. Pese a esto, la tecnología de riego presurizado con un correcto manejo es mucho más eficiente que el riego por gravedad, lo que se evidencia una sub-utilización del alto potencial tecnológico instalado y un ineficiente uso del recurso económico (Fontela, 2007).

			Por último el riego por pulsos (por ondas de caudal o caudal discontinuo) representa una alternativa más económica que el riego presurizado, a la vez que permite mejorar sensiblemente las eficiencias de riego en comparación con las del riego tradicional. Los resultados de una evaluación integral del método riego por pulsos en comparación con el riego tradicional, tanto en eficiencia y costos, llevada a cabo en el trabajo de J. Morábito, dio por resultado un aumento de eficiencia (42% vs. 19%) y una disminución de los costos, mucho mayor cuando se usa agua subterránea.

			


			7) ¿Cree que a partir del uso del recurso agua por la actividad vitivinícola se puede limitar la sustentabilidad del agroecosistema en la región de cuyo? ¿Qué opinión tiene, está en juego o no la sustentabilidad?

			Yo no sé si se han hecho estudios expresamente del crecimiento demográfico, que no es una de los más altos y de la expansión del cultivo que no es de las más altas comparadas con la soja por ejemplo. Y habría que ver si los volúmenes de agua en la medida que no se contaminara el agua, permiten una sustentabilidad. Yo creo que en la mediad en que no se contamine puede que sí es sustentable porque los deshielos son muy fuerte, aunque haya bajas precipitaciones, las nevadas son muy fuertes y el deshielo posterior. Pero lo que si más preocupa es en san Juan el tema de Pascualama, y otros emprendimientos mineros que hay en la región y la utilización del agua que hacen para obtener minerales y como la contaminan. El cultivo y las personas no requieren la misma proporción de agua que requiere cierto proceso de la minería. Pero eso sí sería el quiebre absoluto de todo por falta y por contaminación. Yo estimo que de no existir una actividad tan destructora y tan demandante de agua es probable que se pudiera sostener la actividad y si siempre y cuando con mejores manejos, cambios tecnológicos, mejoras técnicas, de infraestructura; es decir todo orientado a mejorar las eficiencias de riego y el cuidado el recurso. En la región se cuida mucho culturalmente en la población, desde como limpiar las veredas con querosén, los medidores domésticos etc., si las cosas siguen de esa manera pero se producen mega emprendimientos mineros con uso de volúmenes de agua impresitos la sustentabilidad se va al piso claramente.

			


			Conclusiones.

			En cuanto nuestra primera hipótesis pudimos comprobarla en parte. Las condiciones agroecológicas de la región de Cuyo y de Mendoza (ambiente climático, edáfico y su latitud y altitud) y la gran inmigración europea de fines del siglo XIX han sido claves para la localización y desarrollo de la vitivinicultura en dicho territorio aunque este se encuentre limitado por el recurso hídrico. Por lo tanto la utilización del riego fue una adaptación antrópica a un área que no existe naturalmente en la Argentina a lo mismo que se puede encontrar en el Mediterráneo, es decir condiciones agroecológicas adaptadas a las necesidades en cuanto al recurso hídrico. Lo que no pudimos comprobar es que la característica de territorio de frontera fueran claves para la localización y desarrollo de la vitivinicultura ya que según lo planteado en el cuerpo de este trabajo nunca estuvo en discusión la soberanía de la Argentina sobre la región.

			Frente a nuestra segunda hipótesis no podríamos afirmar terminantemente que la estructura económica mendocina se encuentra atada al desarrollo de dicha actividad vitivinícola debido a que habría que realizar muchas más mediciones económicas. Pero en la aproximación que realizamos en nuestro desarrollo teórico, analizando los indicadores como participación en el producto bruto geográfico, nivel de exportaciones, cantidad de producción, alto grado de eslabonamientos productivos y además de basarnos en nuestra entrevistada podemos concluir que si bien no se encuentra totalmente atada la estructura económica al desarrollo de la actividad vitivinícola ya que no se puede afirmarlo terminantemente, sólo el cierre de la actividad nos desmotaría su peso específico. 

			Nuestra última hipótesis también la comprobamos en parte, sin lugar a dudas los efectos territoriales de la actividad vitivinícola, ya sean efectos demográficos, desigualdades territoriales y los impactos ambientales son provocados por las transformaciones territoriales a causa del uso de riego. La influencia de las políticas públicas sobre el recurso y la eficiencia en la aplicación de riego pueden limitar un desarrollo sustentable del agroecosistema, pero no son los factores más limitantes como si lo es la contaminación del recurso hídrico. En la mediad en que no se contamine puede que si sea sustentable porque los deshielos son muy fuerte, aunque haya bajas precipitaciones, eso sí siempre y cuando con mejores manejos, cambios tecnológicos, mejoras técnicas, de infraestructura; es decir todo orientado a mejorar las eficiencias de riego en la producción y el cuidado del recurso tanto del sector público como el privado ya que las principales problemáticas se centran en dos áreas de las políticas públicas, una es la gestión y control del recurso; ya que la administración del recurso dividiendo las competencias entre Organismos Públicos de acuerdo a los usos, ha dificultado aún más los naturales problemas de coordinación que existen en toda gestión. Por esta razón, la superposición de competencias y la proliferación de funciones compartidas han trabado el proceso de toma de decisiones. De allí, la importancia de transformar del DGI en un Departamento General de Aguas como único organismo administrador del recurso hídrico puede contribuir a solucionar un gran número de problemas. Otra área problemática se genera en la sustentabilidad económica dado por el bajo costo del canon que provoca inconvenientes para financiar la Administración y el ejercicio pleno del poder de policía DGI. Además, no se generan incentivos para que los particulares realicen un uso más eficiente del recurso. A pesar del bajo costo del agua, existen inconvenientes para la recaudación por los problemas de registro. El bajo índice de recaudación no le permite a la autoridad de aguas desarrollar un plan de obras si no se cuenta con financiamiento externo. Los sectores de mayor uso son quienes presentan los índices más altos de morosidad en el pago del canon, concentran la mayor parte de los derechos y en general poseen los niveles más bajos de eficiencia en el uso. Mientras que aquellos sectores, donde se aplica la entrega y cobro volumétrico, han desarrollado sus emprendimientos sobre la base de aumentar la eficiencia como condición para bajar el costo total de sus productos. Quizás la efectiva implementación de un mecanismo que permite la entrega de agua a cambio de la construcción de obras que aumenten la eficiencia, debiera ser una condición futura para la reasignación y entrega de nuevos derechos, como metodología destinada a premiar la eficiencia. 
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			Introducción

			Siendo Santa Fe una provincia pampeana, existen en su territorio diferencias en cuanto a su estructura económica y características de sus actores. Las realidades son muy disímiles por sus recursos, por los perfiles productivos y por las situaciones heredadas o construidas en períodos anteriores que dieron como resultado una Provincia muy integrada al mercado externo, pero especializada y concentrada en determinados centros o nodos. 

			Las heterogeneidades demográficas, económicas y sociales se manifiestan en algunas regiones con un desarrollo de producciones tradicionales pampeanas, como el complejo oleaginoso, importante concentración de la producción y procesos productivos altamente tecnificados; y, por el otro, regiones con producciones como arroz, algodón, azúcar, frutas y hortalizas, entre otras, con características muy diferentes y ajenas al desarrollo del modelo agro-exportador de la Provincia y que constituyen economías regionales. 

			Junto a los grandes complejos, una visión integral permite reconocer actividades cuyos niveles de producción son marginales en relación a otras, pero de gran importancia para ciertos territorios. Son fuente de empleo, emplace territorial y le dan identidad a dichas regiones 

			El objetivo de este trabajo es el análisis de tres producciones regionales: azúcar, arroz y algodón, su importancia provincial y las políticas o estrategias aplicadas para enfrentar los problemas que presentan en las últimas décadas. El estudio es relevante ya que todas se localizan en el norte de la provincia y, además, son las de mayor producción regional, si no se cuentan las tradicionales pampeanas. La investigación forma parte de una más amplia sobre las desigualdades en las regiones santafesinas, que vienen desarrollando sus autoras en el IIE.

			Se presenta, en primer lugar, el marco teórico en el que se encuadra la investigación. Luego se describen las cadenas sucroalcoholera, arrocera y algodonera santafesinas que son las seleccionadas para el análisis. En tercer lugar se exponen las problemáticas propias de las economías regionales analizadas, que ocupan lugares protagónicos en los departamentos General Obligado en el primer caso, Garay y San Javier en el segundo y 9 de Julio y General Obligado para el tercero. Finalmente, se enumeran las políticas públicas destinadas a paliar dichas problemáticas en los últimos años. 

			


			1. Problemática de las economías regionales.

			Se identifica a las “Economías Regionales” como aquellos sub-espacios que se ubican “por afuera de la Pampa Húmeda y que, por razones históricas, se integraron tardíamente al proceso de desarrollo capitalista” Rofman (1993, p.1), lo que implica un relativamente bajo nivel de desarrollo de los procesos productivos, bajos niveles relativos de generación de producto, de productividad, de capacidad de captación de ingreso, de calidad de vida de sus habitantes y evidentes diferencias en cuanto a la generación y captación de excedentes. Pueden observarse también desajustes estructurales en las actividades productivas y de generación de servicios, una situación económica-social de crisis y un débil aparato estatal, que provee de manera insuficiente de los servicios para satisfacer necesidades sociales (Rofman y García L., 2014).

			Los procesos productivos de estas economías presentan, por lo general, características similares entre las que pueden mencionarse: una fuerte presencia de productores pequeños, muchos de ellos minifundistas, el carácter marginal de la mayoría de las producciones en el mercado exportador argentino y la inestabilidad del mercado internacional por las fluctuaciones de la demanda que se trasladan a los precios de los productos. 

			Además existen dificultades para la reconversión productiva por la limitada aptitud ecológica de los suelos y la falta de diversificación dentro de las explotaciones, con el consiguiente deterioro de los suelos.

			Los productores encuentran trabas y dificultades en los canales de comercialización y una importante presencia de cadenas agro-industriales pertenecientes a firmas de gran tamaño y poder de negociación en las etapas comercializadoras finales que captan la mayor proporción de excedentes en desmedro de los productores (Manzanal y Rofman, 1989).

			En la década del 90 estas economías, como consecuencia de las políticas económicas implementadas a nivel nacional, presentaron mayores problemas en sus producciones, capacidad industrial instalada ociosa, dificultades para incorporar tecnologías de producción, cosecha y transporte, falta de acceso al crédito o escasa posibilidad de acceder a los mismos por encontrarse en condiciones de marginalidad o informalidad, entre otras. 

			Luego de la salida de la convertibilidad, y por las políticas macroeconómicas aplicadas, se inició un proceso sostenido de recuperación tanto en el nivel de producción como en la incorporación de tecnología, pero aún subsisten problemáticas que les son propias a estas producciones.

			En este sentido, un informe del Banco Interamericano de Desarrollo (2013) señala como problemáticas comunes a las siguientes:

			•	deficiencias en la producción primaria por problemas fitosanitarios (especialmente en el cultivo de algodón, frutas, olivos, avícola), de bajos rendimientos de los cultivos, falta de incorporación de innovación en variedades y prácticas agrícolas (lo que se agrava en el caso del azúcar, frutas, olivos, hortalizas), deficiente acceso a insumos críticos como el agua (para todas las cadenas en zonas semi-áridas como la olivícola, la vitivinícola y la frutícola), falta de escala que aumenta el costo de los pequeños productores en su acceso a insumos, crédito, etc.

			•	deficiencias en la comercialización y agregado de valor por encontrarse muy lejos de sus mercados de consumo final, lo cual aumenta el costo de transporte y la falta de soluciones logísticas adecuadas, porque los mercados entre los eslabones de la cadena están distorsionados, existiendo un conjunto grande de pequeños productores y un grupo pequeño de compradores/elaboradores/exportadores y con información de mercado débil y pobres estadísticas sectoriales (especialmente en frutas, hortalizas, yerba mate, olivos y arroz).

			Otra de las problemáticas que se repite en los análisis regionales se encuentra vinculada a la precariedad en la cuestión de la tenencia de la tierra, en especial para los pequeños productores familiares, lo que dificulta la llegada de políticas públicas hacia el sector. 

			También, se debe mencionar la falta de infraestructura que complica el desarrollo regional. Muchas tierras se inundan perdiendo toda su cosecha o quedando aisladas por plazos sostenidos y en otros casos la falta de infraestructura vial impide que se llegue a los distintos canales de comercialización. 

			Estas economías requieren de la intervención estatal para lograr la recuperación y dinamización, no sólo por el valor agregado que posibilitan en la región donde se localizan, sino por la cantidad de empleo que dichas cadenas requieren y que, en la mayoría de los casos, tienen escasas posibilidades de ocupación alternativa. 

			Los planes o lineamientos que se propongan deben ser coherentes y efectivos no sólo para lograr la reconversión productiva, o la incorporación de avances tecnológicos, sino para integrar a los actores de toda la cadena. Deben apuntar a que las comunidades se identifiquen con el territorio y sus potencialidades, sin que pierdan sus modos de vida y sus actividades tradicionales (Cepparo, 2013).

			El Estado, tanto nacional como provincial, debe brindar asistencia a estos sectores potencialmente productivos para que no desaparezcan sino que, permanezcan en sus territorios y mantengan sus identidades. 

			Además, como señala Leimgruber (2010), debe considerarse que “las políticas regionales son instrumentos para reducir las desigualdades espaciales y son alternativas eficaces para valorizar el potencial de las regiones marginales” (citado por Cepparo, 2013, p.69).

			


			2. Caracterización e importancia de las cadenas sucroalcoholera, arrocera y algodonera santafesinas.

			


			Si se observa la evolución de la producción agropecuaria santafesina desde los ’90 hasta la actualidad, según datos de Sistema Integrado de Información Agropecuaria (SIIA), la soja, el maíz, el trigo y, más alejado el sorgo son las cuatro producciones agrarias santafesinas que se destacan por sobre el resto. En términos porcentuales la producción sojera comenzó representando 52.4% en 1990/91 y terminó siendo el 55.1% en 2015/16. Junto con la de maíz, trigo y sorgo comenzaron el periodo de análisis con una participación del 90.7% y finalizaron con el 96.3%. 

			Al quitar del análisis estos cultivos protagonistas de la producción provincial, empiezan a hacerse visibles algunas producciones agrarias que se destacan sobre el resto. En el gráfico Nº 1 puede observarse la evolución de la producción agraria santafesina de estas últimas producciones desde 1990 hasta 2015. En primer lugar, se sitúa el azúcar que, si bien se cuenta con muy pocas estimaciones a lo largo del periodo analizado, se constituye en la principal producción en todos los años para los que se cuenta con datos. En segundo lugar, se posiciona el arroz con una tendencia fuertemente ascendente, desde 2002/03 y hasta 2011/12 y, en tercer lugar, el algodón cuya producción empieza a crecer de manera importante desde 2008/09. 

			


			Gráfico Nº 1

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia en base a SSIA

			


			Si se analiza el rol de estos cultivos en cuanto a su importancia provincial, la participación de los mismos a lo largo de todo el periodo analizado en relación a la totalidad de los cultivos provinciales nunca supera el 2.1%. Según datos del Registro de Áreas Sembradas y de la Producción del IPEC, para enero 2014, la producción de arroz representaba el 0,4% de las hectáreas sembradas con Cereales Industriales y Oleaginosos en la Provincia, el algodón el 1% y la caña de azúcar el 0,1%.

			Sin embargo, cuando se observa la localización de estas producciones y su importancia en los departamentos en los que se asientan, se empieza a hacer visible su rol para nada marginal en el desarrollo de estas regiones.

			


			Cadena sucroalcoholera

			La zona geográfica identificada como “Cuenca cañera santafesina” se localiza en localidades del departamento General Obligado. 

			A nivel nacional, las principales productoras de azúcar en el país son Tucumán, Jujuy y Salta, representando la provincia un 0,8% de la producción azucarera argentina (SIIA 2004/05). 

			Según datos del Censo Nacional Agropecuario (CNA) 2002 en General Obligado era sembrada casi la totalidad del cultivo de caña de azúcar de la provincia, que representaba el 40% de los cultivos industriales del departamento. 

			Sin embargo, en los últimos años, la superficie de los cañaverales comenzó a disminuir y su mantenimiento no es bueno. La superficie actual, según actores relacionados al sector, debe estar en alrededor de 3500 a 4000 has, con muchos cañaverales viejos que van a renovación (se destruyen o descepan). En este contexto la siembra a futuro se reducirá y estará acotada a la zona del Ingenio de Las Toscas, siendo muy pocos los productores de la zona de Villa Ocampo que aún están en actividad y que tienden a desaparecer como productores cañeros. 

			En el periodo analizado, y según datos del Centro Azucarero Argentino, la evolución de la zafra tuvo una tendencia muy oscilante. Según actores relacionados al sector, desde el 2016, a partir de un dólar más competitivo, un incremento en la demanda internacional y la disposición del gobierno de que el corte de las naftas tenga un 2% más de alcohol de caña de azúcar, la zafra santafesina fue recuperando su nivel. 

			Por su parte, según datos del Censo Nacional Económico (CNE) 2004, puede apreciarse en el cuadro Nº 1 que el eslabón industrial de esta cadena generaba el 10,3% de los empleos de la división alimentaria en el departamento General Obligado y casi el 4% de los empleos industriales5: 

			


			Cuadro Nº 1
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			Elaboración Propia en base a CNE 2004

			En general, el azúcar que se produce en el norte de Santa Fe se destina al consumo local de la región y al mercado de Resistencia (Chaco), pero en ningún caso este azúcar ha alcanzado a mercados más desarrollados como son la ciudad de Rosario y de Santa Fe (Ministerio de la Producción, 2009b). 

			


			Cadena arrocera.

			La localización de la producción arrocera se asienta en el Este del territorio santafesino en los departamentos Garay y San Javier6, siendo la Provincia la 3º productora de arroz del país con el 9% del total, detrás de Entre Ríos (43%) y Corrientes (42%) (Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, 2012). 

			En lo que respecta a su producción primaria y según datos de los CNA 2002 y 2008 en San Javier y Garay se producía casi la totalidad del cultivo de arroz, que es un cereal para grano muy poco representativo a nivel provincial, si bien creció un 350% la superficie sembrada aproximadamente de un censo a otro en el cuadro Nº 2.

			


			Cuadro Nº 2
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			Elaboración propia en base a datos de los CNA 2002 y 2008.

			A partir de la campaña 2002/03 la superficie sembrada comenzó a aumentar hasta alcanzar en 2013/14 las 48500 hectáreas (SIIA) y recuperando territorios donde se había abandonado el cultivo como en Santa Rosa de Calchines o Romang (Pujadas, Castagna y Woelflin, 2017). En relación al rendimiento, la provincia siempre estuvo muy por debajo del nacional en kg/ha durante el periodo analizado (SIIA).

			Considerando el eslabón industrial y si bien por secreto estadístico no se cuenta con datos del CNE 2004 para el departamento Garay, el cuadro Nº 3 muestra la relevancia que la actividad tiene para el departamento San Javier (SJ) ya que generaba el 9.3% de los puestos de trabajo, casi el 58% del Valor Bruto de la producción (VBP) y el 27% del Valor agregado (VA) de la industria departamental7.

			


			Cuadro Nº 3
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			Elaboración propia según datos del CNE 2004

			


			Cadena algodonera.

			La cuenca algodonera se divide en dos zonas: Este (Gral. Obligado, San Javier, Garay y Vera) Oeste (9 de Julio)8 y genera el 14% de la producción nacional para 2014/15 según SIIA. Si bien la importancia del algodón en la producción agraria provincial no supera el 0,3%, su relevancia para el territorio donde se desarrolla es fundamental.

			Según datos del CNA 2002 en Nueve de Julio, General Obligado y en mucha menor medida, San Javier y Garay, se producía algodón, que representaba casi el 60% de los cultivos industriales provinciales. El cuadro Nº 4 muestra que los departamentos 9 de Julio y General Obligado concentran casi el 96% del cultivo de algodón. 

			


			Cuadro Nº 4
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			Nota: el período de referencia del CNA 2002 es el comprendido entre el 1º de julio de 2001 y el 30 de junio de 2002.

			Fuente: elaboración propia en base a INDEC- IPEC, Censo Nacional Agropecuario 2002.

			


			Considerando el eslabón industrial, de acuerdo a los datos del CNE 2004, en el cuadro Nº 5 se observa que esta cadena concentraba el 12% de los puestos de trabajo de la industria de General Obligado y el 20% de su VA. 

			


			Cuadro Nº 5 
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			Fuente: Pujadas, Castagna, Woelflin (2017)

			3. Problemáticas de las producciones regionales analizadas.

			


			Si bien las tres cadenas presentan problemáticas comunes, por su condición de economías regionales o por el espacio geográfico común donde se asientan, cada una de ellas posee además dificultades propias que responden a sus propios procesos productivos y de gestión.

			


			Cadena sucroalcoholera.

			La evolución del sector azucarero en los últimos años, tanto en los aspectos de producción primaria como industrial, estuvo signado por el comportamiento negativo de variables económicas relacionadas al bajo precio del producto y los elevados costos de insumos. Si bien históricamente en la provincia de Santa Fe, la caña de azúcar ha sido un elemento decisivo en el desarrollo de la región noreste, las políticas que se implementaron durante el periodo de la convertibilidad, generaron una importante disminución de las inversiones y de la actualización tecnológica que llevaron a los actores de esta importante cadena agroindustrial a tener altos déficit de producción, dificultades para acceder a créditos, capacidad industrial instalada ociosa, dificultad para incorporar nuevas tecnologías, entre otras problemáticas. 

			En el periodo de crecimiento económico del país y de la provincia, luego de la salida de la convertibilidad, se aplicaron políticas económicas que mejorando su situación no han logrado revertir factores estructurales que la misma posee. 

			Un informe del Ministerio de Producción de la Provincia (2009) señala las principales problemáticas a las que se enfrentan los actores de esta cadena, pudiendo señalar como más importantes aquellas relacionadas con la actividad productiva (alta variabilidad en la oferta de materia prima debido a factores climáticos, dificultades para alcanzar escala de producción y competitividad por los costos, fuerte dependencia del factor lluvia, deficiente fertilidad física y química de los suelos, fragilidad en el cumplimiento de los contratos entre el campo y la industria entre otros), con las inversiones (carencia de instalaciones para tratamiento de efluentes industriales, inadecuado mantenimiento y desactualización tecnológica en la industria azucarera, deficientes sistemas de riego, falta de infraestructura vial) o con el financiamiento, dado la dificultad de acceder a créditos bancarios.

			Otra de las problemáticas que enfrenta la cadena tiene que ver con la marcada diferencia entre los incrementos del precio de los insumos respecto al precio del azúcar a lo largo de los años. Como consecuencia de esto el precio del azúcar no le permite al productor cubrir sus costos, amortizaciones, recuperar la inversión realizada, cubrir deudas y, menos aún, obtener un beneficio de la actividad9. 

			


			Cadena arrocera.

			La crisis económica nacional y políticas sectoriales provenientes desde Brasil y EEUU, hacia finales de la década del `90, perjudicaron al sector arrocero y lo llevaron a una fuerte crisis. Como resultado de la misma, el sector se reconfiguró: disminuyó el número de productores, se incrementó la superficie media de las arroceras, se concentró la producción en las áreas con mejores suelos y se incrementó el área regada con agua provista por represas. Si bien perduraron pequeñas empresas con trabajo familiar, fue notoria la presencia de unidades de tamaño cada vez mayor, o “mega empresas” (Pagliettini et al., 1999, citado por Pujadas, 2014).

			Hacia 1999, la devaluación del real brasileño, la financiación de la siembra en su territorio y el hecho de que el país vecino haya alcanzado el autoabastecimiento, agudizaron la crisis del sector arrocero nacional. El precio del arroz cáscara al productor en el mercado doméstico cayó 45%, en tanto crecieron los precios del gasoil, fertilizantes y maquinarias; todos ellos insumos críticos para la producción. El eslabón industrial también se vio alterado y, desde entonces, las exportaciones a Brasil fueron sin ningún tipo de procesamiento (Fernández, 2005). 

			A ello se sumó un cambio de política agrícola de los EE.UU. que impulsó la producción de arroz mediante un incremento de los subsidios. Por su parte, los problemas diplomáticos con Irán por el atentado a la AMIA, imposibilitaron continuar exportando a ese país, que era el segundo destino de las ventas al exterior (Agropuerto, 2007). En el marco de fuertes procesos de ajuste, reducción de empleo y cierre de plantas industriales, el sector sobrellevó una fuerte crisis, que se sumaba al aumento de la presión impositiva y la actividad perdió competitividad (Pujadas, 2014).

			Un informe de Agropuerto (2007) describe las problemáticas puntuales que presenta esta cadena entre las que pueden mencionarse las deficiencias en infraestructura de caminos y puertos10, la elevada incidencia del combustible y los agroquímicos en el costo de producción, la ausencia de un precio de referencia para el arroz -que genera mercados poco transparentes-, la inexistencia de mercados a futuro -que implica incertidumbre sobre la rentabilidad-, cierta informalidad y evasión por parte de molinos marginales, una elevada presión tributaria y la tendencia a la sojización del territorio santafesino, desplazando a la producción de arroz. 

			Otro obstáculo con el que cuenta esta cadena tiene que ver con que la capacidad de secado y almacenaje de arroz en la provincia es insuficiente por lo que la mayoría de los productores santafesinos tienen que enviar su cosecha a molinos de Entre Ríos y Corrientes. Esto implica un costo adicional por el “flete falso” que se paga por transportar el 15% de humedad excedente y la imposibilidad de negociar precio con el molino, ante la urgencia de encontrar un almacenaje para la cosecha11. Consecuentemente se genera un fuerte impacto en la rentabilidad de los pequeños productores arroceros santafesinos, se pierde la posibilidad de generar empleo local y de procesar la mercadería dentro de la Provincia.

			Con respecto a la financiación, como sucede en las otras economías regionales analizadas, hay una ausencia de créditos blandos para inversión (de capital de trabajo en la actividad primaria y de activos fijos en la industria) y esto se transforma en un problema principalmente para pequeños productores y medianas industrias que enfrentan serias dificultades a la hora de conseguir créditos a tasas razonables. 

			Por último se puede mencionar otro conflicto que se visualiza en el interior de la cadena, y que tiene que ver con el reparto de la renta entre sus eslabones. En 2012, según un relevamiento de precios hecho por De la Tierra a la Mesa de Confederaciones Rurales Argentinas (CRA), el diferencial de precio que pagaban los consumidores respecto del que recibían los productores tenía una brecha del 400% (Pujadas, 2014).

			


			Cadena algodonera.

			La década del 90 generó importantes cambios como resultado de las políticas de apertura de la economía argentina y como consecuencia de una mejora en los precios del mercado internacional. Sin embargo, a fines de esa década, se combinaron diversos factores que provocaron la desaceleración y un importante retroceso en el sector. Entre ellos, se pueden citar la caída de los precios internacionales, el incremento en la volatilidad de los mercados, el posicionamiento tecnológico de algunos cultivos competidores, entre otros (Cadena algodonera santafesina, 2009).

			En el periodo de la post convertibilidad, la producción algodonera en Argentina comenzó a crecer desde 2003/04, pero la reactivación para el sector en Santa Fe tardó en llegar: la producción santafesina recién muestra un fuerte crecimiento desde 2008/09. Dicha campaña también crecen el área sembrada –hasta 2011/12- y los rendimientos – durante la campaña 2009/10, para luego volver a caer- (SIIA).

			Si bien la devaluación favorece al sector, es un cultivo que requiere gran cantidad de recursos monetarios utilizados por unidad de superficie por los costos de la siembra, el proceso de manejo de la planta y la etapa de recolección, especialmente en comparación con cultivos alternativos como la soja. El costo de implantación muestra una acentuada desventaja frente a la oleaginosa, a lo que se suma el riesgo precio por su inestabilidad en el mercado nacional debido a las oscilaciones del internacional y la limitada información que posee el productor- (Rofman, et al, 2009).

			Entre las problemáticas principales mencionadas por un informe del sector del Ministerio de Producción de la Provincia (2009) se encuentran la escasa incorporación de nuevas tecnologías, la escasez de alianzas entre los integrantes de la cadena, la mala calidad del algodón en rama o bruto, la falta de información estadística confiable, la falta de incorporación de eventos genéticos en los cultivos, un mercado interno pequeño y muy fluctuante junto a la comercialización y compra marginal de algodón en bruto, la falta de financiamiento, entre otras. 

			El eslabón primario depende fuertemente del clima y algunos de los inconvenientes que se presentan en la cosecha tienen que ver con la contaminación, el riesgo del trabajador, la falta de acceso al crédito, el grado de endeudamiento de los productores, los costos del transporte y los elevados tiempos y costos de carga y descarga. A todo ello, se suman las deficiencias de infraestructura de caminos, comunicaciones y energía (Asociación para la Promoción de la Producción Algodonera, APPA, 2013). 

			Entre algunas debilidades que presenta el eslabón industrial se observa un parque de maquinaria insuficiente y de baja calidad, capacidad eléctrica e infraestructura deficiente, mercados informales y definición de los precios no totalmente transparentes. La pérdida de calidad por parte del desmotador puede implicar fuertes mermas en precio y en rentabilidad.

			


			4. Políticas públicas para las producciones regionales analizadas.

			Es importante señalar que estas producciones regionales se ven fuertemente afectadas por las políticas macroeconómicas, muy vulnerables a variaciones en los precios internacionales, a disminuciones de la demanda y a problemas financieros.

			Los problemas comunes deben ser resueltos en la integralidad del sistema productivo, en las cadenas en su conjunto y en políticas nacionales y provinciales adecuadas. Si bien son importantes las medidas compensatorias o de apoyo, coyunturales, es necesario pensar en estrategias a más largo plazo que permitan el desarrollo de estos sectores.

			Desde este punto de vista, en el norte provincial se viene dando un proceso de búsqueda de alternativas productivas para los agricultores familiares de la zona para diversificar sus producciones, mejorar sus ingresos, ofrecer productos de calidad y preservar los recursos naturales. En esta búsqueda, diferentes asociaciones y grupos de productores nucleados en Mesa de la Agricultura Familiar del Norte de la Provincia, se propusieron investigar sobre el arroz producido en forma agroecológica y hoy se produce en los departamentos de San Javier, Garay y Capital (Bellmann y Giordano, 2010). 

			Otro de los programas implementados a nivel provincial es el PLAN NORTE que, a partir del reconocimiento de los desequilibrios territoriales, sociales y económico-productivos de la provincia, comprende 130 proyectos para los municipios y comunas de los Departamentos General Obligado, 9 de Julio y Vera. Pretende fortalecer la presencia del Estado, reforzar la inversión pública en obras de infraestructura e implementar políticas para el desarrollo social, económico y productivo. Entre sus objetivos para 2016-2019 se encuentra el desarrollo de economías regionales, a partir de la promoción de un crecimiento sostenido y sustentable y a través de políticas y obras de infraestructura. Entre los proyectos de esta línea están:

			•	El fortalecimiento y desarrollo del clúster algodonero en los departamentos 9 de julio, Vera y General Obligado.

			•	El desarrollo del sector sucro-alcoholero, el plan zafra, para el departamento de General Obligado, que busca apoyar la reactivación y fortalecimiento de la cuenca cañera y sus Pymes, desarrollando la cadena de valor sucro-alcoholera y los productos y sub-productos a partir de caña de azúcar.

			Asimismo, solicita que el Gobierno Nacional incluya a los departamentos General Obligado, Vera y 9 de Julio en el Plan Belgrano. 

			Respecto a algunas políticas específicas para cada cadena se pueden señalar: 

			


			Cadena sucroalcoholera.

			Las políticas implementadas a nivel nacional en los años ‘90, significaron un retroceso importante a nivel de inversiones y de actualización tecnológica en la cadena. Hacia el año 1991, el Decreto 2.284/91 de Desregulación Económica disolvió la Dirección Nacional del Azúcar y puso fin a las principales políticas que habían regulado al sector durante años, se eliminaron los cupos a la producción y se derogó el sistema de maquila. Las medidas resultaron en una crisis con caída de la producción durante toda la década, desaparición de explotaciones cañeras, un creciente peso de las grandes unidades productivas y una reestructuración del eslabón industrial con muchas empresas que quedaron en una delicada situación financiera (García, et al, 2008). 

			Sin embargo, “la liberalización no fue completa debido a que la presión conjunta de ingenios, cañeros, trabajadores y gobiernos provinciales involucrados consiguió sostener la protección arancelaria aún dentro de las fronteras del MERCOSUR (García, et al, 2008, p. 13)”. La Ley 24.822 ratificó en 1997 la vigencia de los derechos de importación de azúcar proveniente de los países miembro mientras subsista la asimetría provocada por el sistema sucroalcoholero del Brasil, que exige utilizar alcohol carburante en los automotores en mezcla con naftas convencionales.

			En mayo de 1992, con el fin de establecer un sistema que otorgara a la actividad azucarera protección frente al mercado internacional, se adoptó mediante el Decreto 797/92 un régimen especial de derechos móviles de importación que complementa el arancel ad valorem12. Ese régimen, con ciertas modificaciones, sigue vigente: en la actualidad, rige un arancel fijo del 20% más un arancel móvil específico. Con Brasil rige una preferencia del 10% para las importaciones (Subsecretaría de Planificación Económica, 2016).

			En 2006 se dictó la Ley Nacional 26.093 (Decreto 109/2007) que establecía un Régimen de promoción para la producción y uso sustentable de los biocombustibles y promovía el incremento en la producción y demanda de Etanol. Determinó un corte obligatorio del 5% de alcohol en la nafta y gasoil destinados al consumo interno, a partir del 1° de enero del 2010, que luego se incrementó. Este régimen otorga beneficios tales como devolución anticipada del IVA o amortización acelerada en relación al Impuesto a las Ganancias de los bienes u obras de infraestructura (excepto obras civiles) afectados al proyecto de producción; exceptuación de los bienes afectados a los proyectos aprobados de la base de imposición del Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta. El gobierno nacional fija el precio de compra para el bioetanol, asegurando con ello márgenes de ganancia a las destilerías. 

			Asimismo, el sector azucarero fue excluido de la Unión Aduanera del MERCOSUR: los Estado-parte podían aplicar sus protecciones nominales totales al comercio intra-zona y a las importaciones provenientes de terceros países, hasta la aprobación del régimen azucarero. 

			Desde 2011 rige el Registro de los Contratos de Maquila para Caña de Azúcar (Res. Gral. 3099, en el marco de la Ley 25.113) mediante el cual los ingenios quedan obligados a registrar los contratos o depósitos de maquila, con el objetivo de darle mayor claridad, transparencia y certeza a las relaciones comerciales entre los productores azucareros y los ingenios13. Esta operatoria es habitual entre los productores cañeros e ingenios y permite al industrial hacerse de materia prima sin adelantar los recursos a tal fin, unificando intereses de las partes14.

			A principios de 2016, además de incrementarse el corte de bioetanol en naftas del 10% al 12%, se implementó la Mesa Sucroalcoholera, de la que participan todos los actores integrantes del sector, que busca lograr una distribución equitativa del valor a lo largo de los distintos eslabones y elaborar estrategias para su desarrollo (Subsecretaría de Planificación Económica, 2016). 

			En lo que respecta a nivel provincial, tras una sequía prolongada en 2008 y habiéndose declarado en emergencia gran parte de las producciones, Santa Fe dispuso otorgar créditos. Entre los beneficiarios estaban los productores cañeros para la siembra y fertilización de caña15. Se propusieron acciones precisas para alcanzar indicadores de competitividad que la posicionen al nivel de las otras zonas productoras del país. Las políticas se basaron en tres ejes fundamentales: asistencia tecnológica para lograr la transferencia de conocimientos y tecnologías, la generación de una base de conocimientos locales que les permita conocer los potenciales productivos y el fortalecimiento del servicio de apoyo a productores generando servicios tales como laboratorio de suelos, laboratorio de análisis de calidades de materias primas para la producción de azúcar o alcohol y laboratorio de nutrición animal. En el sector industrial se puso en marcha la destilería para la producción de alcohol, se aumentó la capacidad de molienda diaria de los ingenios y se propuso aumentar la cantidad de días totales de molienda. Por su parte, para el eslabón terciario se propusieron en el Plan Estratégico para la cadena, la búsqueda de nuevos mercados para el azúcar de la región, la generación de una marca regional con imagen y la generación de azúcares especiales con valor agregado (azúcar vitaminizado).

			Para el desarrollo del sector sucro-alcoholero, el Plan Zafra, se entregaron $20 millones al sector cañero de Las Toscas como apoyo y estímulo al desarrollo de la actividad. Estos recursos están destinados a todos los productores de la cuenta cañera y se repartirá en tres grandes líneas: la primera para compensar el desajuste económico en los costos de la zafra; la segunda para estimular o reponer la siembra; y finalmente, para generar un crédito especial para la alcoholera de Villa Ocampo16. Se buscará incremente el área de cultivo con caña de azúcar, (de 8.300 a 11.000 ha) e que incluya cultivos con destinos de generación de combustibles (alcohol anhidro / hidratado). Incrementar y actualizar la capacidad de molienda de los ingenios con la finalidad de mejorar el rendimiento industrial y asegurar que se puedan moler hasta un máximo de 600.000 toneladas de caña entre los meses de mayo y octubre (150 días efectivos de molienda). Y producir 20 millones de litros anuales de etanol anhidro, 15 % provenientes de melaza y 85 % de sorgo granífero y azucarado17.

			Cadena arrocera.

			El MERCOSUR, en los primeros años de la década de 1990, benefició al conjunto del sector arrocero dada la integración con un mercado demandante como Brasil. Ello resultó en una expansión de la producción y exportaciones hasta 1998. Desde 1999 a 2002, el sector no pudo competir contra un Real devaluado, un peso sobrevaluado y créditos subsidiados para la siembra en el país vecino, por lo que la producción cayó. 

			La devaluación del peso argentino en 2002 marcó el comienzo de un nuevo modelo económico a nivel nacional, que resultó en un importante aumento de la producción y las exportaciones arroceras. Las ventas externas no sólo aumentaron en volumen, sino también en cuanto a la diversidad de destinos: se dirigieron a Brasil, Chile, Irán, España, Haití, Cuba y Senegal, entre otros. 

			En 2002, se implementaron aranceles a la exportación entre 5% y 10% según las posiciones arancelarias de arroz consideradas.

			En 2012/13 la producción arrocera santafesina, cae por primera vez después de varios años de crecimiento. Hacia 2013 el Gobierno nacional constituyó un fondo rotatorio para recuperar la rentabilidad de la producción. Asimismo, nuestro país asume la vicepresidencia en el Consejo Internacional de Cereales (CIC) a mediados de 2014 para la cooperación y el intercambio entre los principales países del mundo en la materia18. 

			Además, el sector se vio favorecido por el “Programa Agroexportador 2014”, que tenía como objetivo lograr el ingreso de divisas al país, priorizando el desarrollo de economías regionales -entre ellas, el arroz- para fortalecer a pequeños y medianos productores, generar empleo y reactivar la economía. Otras de las medidas implementadas fueron los acuerdos individuales con empresas para sustituir importaciones, que comprometía a aquellas compañías que necesitaban importar productos a exportar otros bienes nacionales por igual valor. Una de las compañías que adhirió a estos acuerdos fue la alemana BMW, que acordó con el Ministerio de Industria y la Secretaría de Comercio Interior exportar arroz y otros productos a cambio de destrabar las importaciones de automóviles de esa firma (Pujadas, Castagna, Woelfling, 2017). A su vez, la devaluación de la moneda nacional que se observó en el verano de 2014, tuvo un efecto favorable para el sector arrocero exportador19. 

			Por su parte, hacia 2014, la Provincia logró importantes avances para el sector como lo fue la inscripción del Ministerio de la Producción como criadero fiscalizado ante el Instituto Nacional de Semillas (Inase). Además, la publicación, por primera vez en la historia del cultivo en el país, de un precio de referencia para el arroz cáscara en la Bolsa de Comercio santafesina, cuya confección surgió como necesidad de los productores frente a la inexistencia de un mercado formal y ante una demanda muy concentrada, con sólo 6 o 7 molinos grandes como los principales compradores en todo el país. Asimismo, se desarrollaron semillas locales adaptadas a la región, una variedad de arroz 100% costera (Pujadas, Castagna, Woelfling, 2017).

			Cadena algodonera.

			La devaluación de la moneda en el año 2002, que da inicio a un nuevo modelo económico, impulsó fuertemente la producción de bienes exportables. Sin embargo, el algodón fue uno de los menos beneficiados, debido a que su rentabilidad no pudo crecer al ritmo con que lo hizo la cotización del dólar, ni estuvo en condiciones de competir exitosamente con otros cultivos sustitutivos en el uso de la tierra (Rofman, et al, 2009). 

			Algunas de las políticas aplicadas a partir de la post-convertibilidad fueron el adelanto de insumos, la compra de la producción con precios sostén, apoyo en la comercialización.

			En 2005 se creó el Plan de Desarrollo Sustentable y Fomento de la Producción Algodonera, con la Ley 26.060 que contempla la contratación de seguros agrícolas algodoneros, estipula la creación del Fondo de Compensación de Ingresos para la Producción Algodonera (FCIPA) con el objeto de garantizar la sustentabilidad del cultivo del algodón a través de mecanismos que permitan atenuar los efectos de las oscilaciones bruscas y negativas de los precios y promuevan certidumbre de largo plazo para cada productor algodonero (García, et al, 2008). La Ley que le dio origen tuvo por objetivo contribuir a la recuperación del cultivo del algodón como cultivo social. Los fondos eran destinados para préstamos a productores para la siembra y protección del cultivo, para la adquisición de cosechadoras e implementos y a desmontadores para la adecuación de sus máquinas a nuevos tipos de algodón (APPA, 2011).

			La creación de un Registro Nacional procura garantizar la sustentabilidad del cultivo mediante mecanismos que atenúen los efectos de las oscilaciones de los precios mediante una compensación directa; instrumentar acciones que disminuyan la incertidumbre del productor y asegurar ingresos mínimos a los productores algodoneros ante caídas extraordinarias de la producción debido a las adversidades climáticas, físicas, telúricas y biológicas (seguro multirriesgo climático) (García, et al, 2008). Finalmente las iniciativas de constitución y aplicación de los fondos recién se implementan en 2008.

			Ese mismo año se creó el Programa de Desarrollo de las Economías Regionales, cuyos fondos serían destinados a Planes Estratégicos Productivos de cadenas de valor regionales, al fomento, promoción y financiamiento de proyectos de infraestructura y logística para la industrialización y comercialización de productos regionales; a una mayor transparencia en los mercados de comercialización. 

			Otra de las políticas aplicadas durante el gobierno anterior fue la creación de la Secretaría de Agricultura Familiar, como secretaría de Estado Nacional y responsable de la ejecución de las políticas públicas orientadas a fortalecer al sector (Rofman y García, 2017).

			Entre algunos de los planes y programas específicos de apoyo al sector algodonero, hasta el año 2015, se pueden destacar: programas de apoyo y asistencia técnica a pequeños y medianos productores; Programa Nacional de Prevención y Erradicación del Picudo del Algodonero; Programa de Mejoramiento Genético; Programa de Asistencia para el Mejoramiento de la Calidad de Fibra de Algodón20 (PROCALGODÓN). A partir de octubre de 2008, se establecieron Aranceles Externos para los hilados de algodón 14%, tejidos de algodón 26% y confecciones y prendas de vestir 35%. Desde 2009, se profundizaron las Licencias No Automáticas de Importación para frenar el ingreso de manufacturas textiles e indumentaria del exterior. Se implementaron medidas antidumping y establecimiento de valores de referencia y el Programa de Aumento y Diversificación de las Exportaciones (Padex), entre otros (Pujadas, Castagna, Woelflin, 2017). 

			Con respecto a la cadena algodonera, a nivel provincial, se elaboró un plan estratégico tendiente a desarrollar y disponer de un Plan de Desarrollo Sustentable para el Sector Algodonero integral e integrado al Plan de Desarrollo Regional que permitiera mantener y aumentar el cultivo en la provincia, mejorar su competitividad y hacerlo sustentable. Este plan menciona entre los ejes trabajar en los ámbitos actividad de la cadena, generar información provincial, facilitar el asesoramiento técnico a los productores, mejorar aspectos productivos, profundizar el conocimiento de la realidad productiva y capacitar a los técnicos para luego facilitar la transferencia de tecnología a los productores. También se planteó como objetico colaborar en el control y erradicación del picudo algodonero, para el control de la plaga.

			Entre otras de las políticas provinciales para la cadena algodonera, caben mencionar: subsidios para siembra, promoción de la actividad, estabilización de precios, seguros agrícolas e investigación y desarrollo; experimentación regional de tecnologías del cultivo; capacitación y asistencia técnica a los productores; financiamiento del proceso productivo; acciones tendientes a la implementación de un Seguro Multiriesgo Agrícola y Algodonero y a la adecuación de la legislación laboral; constitución de la Asociación para la Promoción de la Producción Algodonera, entre otras. Desde 2008 la producción santafesina toma un fuerte impulso.

			


			Reflexiones finales.

			En la provincia de Santa Fe, especialmente en la región norte de la misma, se visualizan fuertes desequilibrios territoriales en lo productivo, pudiéndose ubicar dicha región y sus departamentos con sus respectivas producciones dentro de la caracterización de economías regionales. En virtud de esto, se asume que este concepto es adecuado para caracterizar las cadenas productivas como la arrocera, algodonera y azucarera que se localizan en esa zona.

			La intervención del Estado en la economía a partir de las políticas públicas destinadas a las producciones regionales, por lo general, tiene como objetivo que las mismas inicien un proceso de desarrollo sostenible, pero intentando además atenuar la variabilidad e inestabilidad que son características propias de dichas producciones y que las hacen más vulnerables que las economías pampeanas.

			El estudio de estas cadenas permitió apreciar que si bien las tres presentan problemáticas comunes, ya sea por su condición de economías regionales o por el espacio geográfico común donde se asientan, cada una de ellas posee además dificultades propias que responden a sus propios procesos productivos y de gestión. 

			Las principales dificultades generales a las que se enfrentan los actores de estas cadenas se relacionan con la actividad productiva, tanto en su eslabón primario como secundario y terciario, con las inversiones, por la falta de infraestructura de caminos y por la baja incorporación de tecnologías, y con la dificultad de acceder a créditos bancarios debido a la informalidad en la que se desempeñan una gran cantidad de pequeños y medianos productores. También se observa la baja integración entre los actores de las cadenas. 

			Pero además de estas problemáticas, cada cadena en particular concentra dificultades propias por su actividad productiva, por ejemplo en lo referente a problemas fitosanitarios, a los costos de insumos, a los factores climáticos, a los problemas relacionados con la productividad de la tierra donde se desarrollan, la ausencia de precios de referencia, entre otras. 

			En virtud de esto, las políticas públicas deben atender a los requerimientos específicos de cada una de ellas incluyendo a todos los actores de la cadena, posibilitando mayor rentabilidad y un crecimiento estable a los pequeños y medianos productores. Además, deben ser diferentes según el tipo de producción. Los gobiernos deben tener una mirada focalizada en cada una de ellas para intervenir adecuadamente y deben, también, realizar un seguimiento de las políticas aplicadas, corrigiendo desvíos, para que las mismas sean sustentables y no se queden en el corto plazo sino que gradualmente lleven a los eslabones de la cadena a una integración duradera que genere un desarrollo sostenible en la misma a largo plazo. 
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					12 El derecho móvil se calculaba de acuerdo a la diferencia entre un “precio base” (el promedio mensual de los últimos cuatro años de los precios de la tonelada métrica de azúcar blanco en la Bolsa de Londres) y un “precio de comparación” (el precio internacional del último día hábil del mes anterior a la fecha del despacho a plaza). La diferencia porcentual entre ambos valores es la que debía pagar el importador en caso de que el precio de los últimos cuatro años fuera superior al de la fecha estipulada. Caso contrario, se constituía en un crédito para el importador, que se aplicaba al pago del derecho.
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					20 El Programa Nacional de Prevención y Erradicación del Picudo del Algodonero consistía en el diseño de tecnologías de bajo costo e impacto ambiental que faciliten su manejo y control eficiente de la plaga. Asimismo, el PROCALGODÓN buscó mejorar la transparencia y la rastreabilidad de los fardos, mejorar la calidad del algodón y eliminar la contaminación, elevar los ingresos de los productores mediante el uso óptimo de los insumos, e implementar las pruebas instrumentales estandarizadas del algodón (CAA, 2013).
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			1. Introducción.

			En las últimas décadas el desarrollo, lo ambiental y lo indígena adquirieron relevancia como objetos discursivos, de conocimiento y de intervención con expresión en diferentes escalas y ámbitos sociales. En espacios locales y a nivel nacional en torno a dichas temáticas se traban conflictos en los que intervienen miembros de organizaciones sociales, agentes estatales, académicos y/o empresarios disputando visiones de mundo y lógicas de intervención en torno a problemas que se construyen en torno a las mismas. Abordamos a éstos fenómenos como cuestiones, es decir formas (posibles) de representar un determinado objeto o temática, asociándole problemáticas y alternativas de solución y modos de articulación con el resto de la sociedad. 

			En el ámbito académico dichas cuestiones están adquiriendo una atención particular, con especial énfasis en los conflictos sociales y en la institucionalización en el ámbito estatal a través de agencias y/o políticas públicas. A partir de una revisión de estudios sobre dichas cuestiones, observamos una tendencia, implícita o explícita, a fetichizar lo estatal, es decir a percibir al “estado” como una entidad substantiva, con límites precisos, diferenciada y separada de su supuesto opuesto, la “sociedad civil”. En el análisis de las políticas públicas predomina la perspectiva que Cris Shore y Susan Wright denominan de gobernanza y caracterizan por presentar un abordaje institucional e instrumental de lo estatal, con un sesgo estado-céntrico y burocrático normativo. Las políticas públicas son concebidas como entidades objetivas, resultado de decisiones racionales adoptadas por alguna autoridad competente que organiza acciones sobre la base de un conocimiento igualmente racional y experto, con el objeto de resolver problemas o situaciones específicas, a fin de producir resultados –esperablemente- ajustados al diagnóstico que les precede. El trabajo de los políticos consistiría en detectar los problemas sobre los que intervenir, valorar el abanico de respuestas posibles, seleccionar las apropiadas, implementar acciones y, en todo caso, evaluar los resultados para eventualmente reorientar las políticas. En estos enfoques predomina un abordaje top-down, en los que se desconsidera la capacidad de intervención de agentes no estatales, en especial aquellos que se encuentran en posiciones subalternas. Éstos siempre son considerados sujetos de intervención, nunca agentes que intervienen en la producción de lo estatal (Mudanó, 2013:10 y Shore y Wright, 1997). 

			En nuestro parecer, dicho enfoque rara vez explica los fenómenos que se observan en las realidades empíricas. La regulación estatal del aprovechamiento de vicuñas (vicugna vicugna)21 silvestres en la provincia de Jujuy, norte de Argentina, constituye un caso interesante para analizar y sobre el cual reflexionar, pues en él intervienen diversos actores disputando visiones de mundo y desplegando prácticas y discursos heterogéneos sobre lo ambiental, el desarrollo y lo indígena evidenciando la complejidad de los procesos en los que se producen e implementan estatalidades22. 

			En el presente artículo nos centraremos en exponer la forma como construimos y problematizamos el análisis de la producción de dispositivos estatales en torno a la regulación del aprovechamiento sustentable de vicuñas en silvestría en la provincia de Jujuy, Argentina. La presente ponencia forma parte de una línea de investigación más amplia que llevamos a cabo junto a otros/as investigadores/as cuyo objeto de estudio se centra en comprender la configuración de la cuestión del desarrollo, de la indígena y de la ambiental vis-à-vis la redefinición de lo rural en Argentina, a partir de la década de 198023. Parte de esta línea de investigación se desarrolla en la provincia de Jujuy con el objeto de comprender cómo han sido (re)definidas las instituciones y prácticas estatales y los modos de vida de los sujetos rurales subalternos jujeños a partir de las interacciones que operan en el marco de la implementación de políticas dirigidas a estos últimos, desde la década de 198024. La información aquí presentada ha sido relevada a través de la participación en cinco chaku’s realizados en el departamento de Yavi, extremo norte de la provincia de Jujuy, uno en noviembre de 2016 y tres en octubre de 2017, entrevistas a agentes estatales, investigadores/as de diferentes instituciones, miembros de comunidades vicuñeras y no vicuñeras e información secundaria referenciada oportunamente en el texto.

			La presente texto consta de tres secciones, incluyendo esta introducción. En la siguiente, caracterizamos la producción de dispositivos estatales para el aprovechamiento de vicuñas silvestres y, en la última sección, realizamos algunas reflexiones sobre las potencialidades y limitantes de los diferentes conceptos y abordajes analíticos para su comprensión y rescatamos aspectos distintivos del fenómeno analizado.

			


			2. (Re)definición de representaciones, prácticas y dispositivos estatales sobre la vicuña.

			Comprender la producción de dispositivos estatales en torno a la regulación de una cuestión, no solo supone relevar las representaciones y prácticas actuales sobre la misma, sino también sus antecedentes. Entendemos que por esa vía se puede (re)construir e interpretar la producción de prácticas estatales en términos de proceso, superando algunos de los sesgos de la perspectiva de gobernanza. A continuación, recuperaremos algunos aspectos distintivos en torno a la variación histórica de prácticas, representaciones y dispositivos estatales en torno a la vicuña. 

			


			2.1 Del chak’u andino a dispositivos estatales de preservación de la vicuña.

			Entre los diferentes agentes entrevistados relevamos la idea de que con anterioridad a la llegada de los conquistadores españoles a la zona andina, los pueblos originarios practicaban chak’us, práctica comunitaria de arreo y encierro de vicuñas silvestres para su esquila y posterior liberación. 

			Con la llegada de los conquistadores occidentales a los Andes Centrales una visión de mundo foránea se difundió en el territorio. La tierra, los minerales y las especies que componen la fauna y la flora pasaron a ser vistas como “recursos” al servicio de los hombres. Las vicuñas, apreciadas por su finísima lana, comenzaron a ser cazadas para extraer su vellón. Otra modalidad de extracción de la lana se impuso y los chak’us perdieron vigencia. En la década de 1960 la población de vicuñas había descendido a niveles que ponían en peligro la continuidad a la especie25. 

			En la década de 1960, surgen las primeras iniciativas de estados nacionales para coordinar acciones con vistas a regular el mercado internacional de especies en peligro de extinción, dispositivo orientado a su preservación y recuperación. En 1963, en el marco de una reunión de la Unión Mundial para la Naturaleza, se redactó el texto de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), que fuera aprobado diez años después por representantes de 80 países, entrando en vigor en 1975. Argentina suscribió a dicha Convención en 1980 (Ley 22.344, sancionada 01/12/1980). 

			La CITES tiene por objetivo velar para que el comercio de especies silvestres y/o derivados de éstas no constituya una amenaza para su supervivencia. Clasifica a las especies en tres apéndices según su vulnerabilidad. En el Apéndice I se ubican las especies en peligro de extinción que son o pueden ser afectadas por el comercio, el cual está vedado, autorizándose solo en circunstancias excepcionales. En el Apéndice II se ubican a aquellas especies cuyo comercio debe controlarse para que las mismas no entren en la categoría peligro de extinción. Por último, en el Apéndice III se incluyen las especies protegidas en al menos un país, el cual ha solicitado la colaboración a la CITES para controlar su comercio. Dado el estado de peligro de extinción en que se encontraba la vicuña al momento de la firma del CITES fue incluida en el Apéndice I (CITES, 2017). 

			En 1969, el gobierno de Perú y el de Bolivia firmaron el Convenio para la Conservación de la Vicuña con el fin de combatir la caza furtiva y el comercio de sus lanas, pelos, pieles y manufacturas. En 1971, Argentina y Chile adhirieron al Convenio. En 1979, ante su finalización y los buenos resultados obtenidos, se decidió celebrar un nuevo convenio multilateral, denominado Convenio para la Conservación y Manejo de la Vicuña, al que se sumó Ecuador. En 1988, Argentina suscribió al nuevo acuerdo (Ley Nacional 23.582, sancionada 20/07/1988), que reeditó los esfuerzos contra la caza furtiva, prohibió la comercialización de cualquier producto derivado de la vicuña hasta fines de 1989 y adicionó acciones conjuntas para la generación de conocimiento para la conservación, recuperación y manejo de la especie. 

			Aquí, nos interesa destacar el espíritu del referido Convenio que en su artículo primero manifiesta: “Los Gobiernos signatarios convienen en que la conservación de la vicuña constituye una alternativa de producción económica en beneficio del poblador andino y se comprometen a su aprovechamiento gradual bajo estricto control del Estado, aplicando las técnicas bajo el manejo de la fauna silvestre que determinan sus organismos oficiales componentes” (CCMV, s/año). 

			Las prácticas de conservación de la especie fueron efectivas y las poblaciones de vicuñas comenzaron a recuperarse en varios territorios. En 1987, la CITES aprobó el comercio internacional de telas de vicuña. Entre 1992 y 1994 todas las poblaciones de vicuña de Perú fueron reclasificadas en el Apéndice II. En 1996, Argentina solicitó la reclasificación al Apéndice II de las poblaciones de vicuñas de las provincias de Jujuy y Catamarca, que fue aprobada al año siguiente26.

			De lo expuesto se observa cómo la regulación del estado argentino sobre la preservación y aprovechamiento de la vicuña estuvo en relación a prácticas iniciadas por otros estados nación y por acuerdos internacionales suscriptos por el país. El análisis procesual, así como reconocer los contextos más amplios en los que participan representantes del estado nacional ofrecen ejes de indagación que posibilitan interpretar los marcos regulatorios internacionales que modelan, inspiran y/o condicionan los marcos regulatorios producidos en el país. 

			


			2.2 Dispositivos estatales de conservación y aprovechamiento de vicuñas silvestres.

			La normativa legal de la provincia de Jujuy que regula la protección y aprovechamiento de las especies silvestres se ha ido actualizando y redefiniéndose conforme se sancionaron nuevos marcos legislativos a nivel nacional y provincial. 

			Entre las normativas que han regulado la conservación y uso del ambiente en Jujuy se encuentra la Ley de Caza 3014, sancionada el 27 de julio de 1973, que declaraba de interés público la protección, conservación y propagación de todas las especies de la fauna terrestre que habitan la Provincia y delega en el Poder Ejecutivo Provincial la ejecución de una política acorde a dicho objetivo. En su artículo 2 “declara de propiedad del Estado Provincial a toda la fauna silvestre existente”. En el artículo 9, inviste del papel de “custodio de la fauna silvestre” a todo propietario, arrendatario u ocupante de cualquier título de tierras urbana o rurales y en artículo 25, en consonancia con el Convenio de la Vicuña, declara a ésta especie protegida y prohíbe su caza en forma absoluta, así como su comercialización, tránsito o manufactura de sus lanas, cueros u otros derivados. En 1986, se sanciona la nueva Constitución Provincial. En el Artículo 22 se reconoce el derecho de los habitantes de la provincia “a gozar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como a defenderlo” y entre las incumbencias otorgadas al Gobierno provincial destaca la “promoción del aprovechamiento racional de los recursos naturales” y mejorar la calidad de vida de todos sus habitantes. En el marco de la nueva Carta Magna provincial, en 1998, se sanciona la Ley General de Medio Ambiente de la provincia de Jujuy (Ley 5063) en la que se observa un cambio en la definición de la propiedad de las especies silvestres, pues de adjudicársela al Estado Provincial en la Ley 3014, en el artículo 2 de la nueva normativa se establece que “el ambiente es patrimonio común de todos los habitantes de la Provincia”. Otra de las características de esta Ley es la instrucción de la creación de la Secretaría de Gestión Ambiental de la Provincia, la cual ha sido jerarquizada con rango de ministerio a partir de 2016.

			Celeste Wawrzyk (2014:327) observa que en Argentina a partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, la fauna es considerada res nullius27, siendo el Estado el que debe tutelar el recurso. Destacamos cómo la legislación y el discurso oficial sobre lo ambiental han ido redefiniéndose a lo largo de los años impactando en las posibilidades de aprovechamiento y preservación de las vicuñas. Pero no sólo la cuestión de la vicuña se (re)define en relación a la cuestión ambiental. La legislación y discursos oficiales y no oficiales sobre lo indígena y sobre el desarrollo también han afectado las representaciones, prácticas y normativas sobre la misma.

			En 1992, Argentina ratifica el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (Convenio 169) de la Organización Internacional del Trabajo. Entre los derechos que el Convenio consagra a los pueblos indígenas nos interesa destacar el de “asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades lenguas y religiones dentro del marco de los Estados en que viven”. En el apartado II relativo a tierras, explicita que éstas “deben incluir el concepto de territorio, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna manera”. En el artículo 14, reconoce su “derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan” y, en el artículo 15, “el derecho a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos”. Otro derecho fundamental que éste Convenio reconoce es a la consulta y al consentimiento libre, previo e informado ante cualquier medida legislativa o administrativa susceptible de afectarles directamente (artículo 6).

			La Constitución Nacional de 1994 retomó el espíritu pluricultural del Convenio 169 y, en el artículo 75, inciso 17, reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos, instruye reconocer la personería jurídica de sus comunidades, la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan y asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten”. Este conjunto de derechos reconocidos a los pueblos indígenas sobre el territorio, el ambiente y los recursos naturales ha sido reafirmado en la Declaración de las Naciones Unidades sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas firmada en septiembre de 2007, firmada por Argentina.

			Entre los miembros de comunidades originarias de la Puna jujeña existen visiones heterogéneas sobre la pertenencia de las vicuñas. Bibian Vila en un estudio realizado en comunidades del departamento de Santa Catalina, provincia de Jujuy, registró que entre las pertenencias asignadas se encontraban “la nación”, “la presidenta”, “dios” y/o la “Pachamama”, pudiendo existir más de una simultáneamente (2015:23). Por nuestra parte, entre algunos miembros de comunidades indígenas registramos el reconocimiento de que las vicuñas pertenecen a la Pachamama, pero reservan su aprovechamiento a la comunidad originaria por estar en su territorio, en consonancia con la nueva legislación internacional y nacional relativa a los derechos de los pueblos originarios. Hacer uso de algo que pertenece a la Pachamama supone realizar diferentes ritos en los que se solicita “permiso” para su aprovechamiento y quedar exentos de castigos. Esa creencia ancestral, presente entre algunos miembros de comunidades originarias del departamento de Yavi, regula sus formas de vinculación y de aprovechamiento de la especie.

			De lo expuesto, destacamos cómo la normativa estatal producida en torno de la preservación y aprovechamiento de la vicuña se vio redefinida por marcos normativos producidos en torno a la cuestión indígena.

			


			2.3 Producción de dispositivos estatales de aprovechamiento sustentable de vicuñas silvestres.

			Durante el periodo considerado, los pobladores puneños han transitado por una crisis y redefinición de sus estrategias de reproducción social28. Ante la disminución de la demanda de mano de obra en los destinos tradicionales de emigración, se vieron compelidos a generar excedentes agropecuarios para su colocación en el mercado y la complementación de ingresos provenientes de los programas sociales y laborales transitorios y la eventual venta de mano de obra en los mercados locales y extra regionales. En cuanto sus majadas de ovejas fueron reemplazadas y ampliadas por llamas, las vicuñas continuaron pastando y repoblando el territorio de sus comunidades favorecidas por la prohibición de la comercialización de sus lanas.

			Desde 1997 la provincia de Jujuy se encontraba en condiciones de reglamentar el aprovechamiento sustentable de vicuñas silvestres, sin embargo solo a fines de la década siguiente se produciría la primera legislación al respecto.

			Los testimonios relevados de científicos, representantes de agencias estatales y miembros de comunidades originarias del departamento de Yavi coinciden en la notable recuperación de la población de vicuñas en dicha jurisdicción lo que se objetivaría en un mayor número de individuos y grupos familiares factibles de ser observados en los territorios tradicionales y en nuevos. La recuperación de la especie en Jujuy y en Yavi se verificó con un censo de vicuñas realizado en 2011 por la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales (DPPAyRN).

			Miembros de comunidades originarias y agentes estatales de agencias de desarrollo y de preservación del ambiente a quienes entrevistamos dieron cuenta de que el incremento poblacional de vicuñas comenzó a ser percibido como una “plaga” por pobladores locales, pues entendían que transmitían sarna y competían por forraje con su ganado (llamas y ovejas). La necesidad de “hacer algo con las vicuñas”, sea en términos de disminuir su población u obtener algún beneficio económico, comenzó a ser discutida y planteada en diferentes ámbitos sociales. Bibiana Vilá también observó este fenómeno en comunidades del departamento de Santa Catalina, Jujuy (2015).

			Durante la segunda mitad de la década de 2000, la cuestión de la vicuña se instaló definitivamente en la agenda pública jujeña. Ante demandas de miembros de comunidades indígenas, agentes de desarrollo y científicos/as comenzó a discutirse la producción de una normativa estatal que regulase el aprovechamiento de vicuñas silvestres. El 26 de noviembre de 2009, se sancionó la Ley 5634, denominada Plan de Conservación y Manejo Sustentable de la Vicuña en Silvestría. La misma manifiesta en su primer artículo el objetivo de “fomentar el desarrollo de nuestra Puna a través del aprovechamiento y comercialización de la fibra de la vicuña”. En su segundo artículo y en consonancia con lo manifiesto en el Convenio de la Vicuña, manifiesta que: “el Estado provincial como Administrador, concede el derecho de Aprovechamiento Sustentable de la Vicuña en Silvestría por medio de la esquila de la fibra en animal vivo a los/as pobladores/as, entendiéndose como tales a los pobladores andinos con residencia efectiva en la Puna jujeña, que estuvieren autorizados por la Autoridad de Aplicación (…)”. También instruye la conformación de la Autoridad de Aplicación en la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales (DPPAyRN), actualmente situada en la Dirección Nacional de Biodiversidad y Recursos Hídricos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de Jujuy. En el artículo 4 dictamina la conformación de una Comisión Asesora del Plan de Conservación y Manejo Sustentable de la Vicuña en Silvestría (PCMSVS) a ser integrada por 1 representante de la DPAyRN, 1 representante de comunidades aborígenes de la zona de Puna Norte y otro de la Puna sur, 1 representante de organizaciones de productores de la zona de Puna Norte y otro de la Puna sur, 1 representante del INTA, 1 de la UNJu y otro de Parques Nacionales. 

			Con vistas a la confección del Plan de Conservación y Manejo Sustentable de la Vicuña (PCMSV), en 2012 la Secretaría de Gestión Ambiental convocó al Grupo VICAM29 para que realice una propuesta técnica, que sirvió por referencia para la sanción del PCMSV. Entre sus objetivos estratégicos se destacan: i) la conservación de la especie y su hábitat, ii) la participación de la población local en la conservación y el aprovechamiento sustentable de la vicuña, iii) el establecimiento de mecanismos de manejo y aprovechamiento sustentable de la especie, iv) el desarrollo de una estrategia de comercialización ambientalmente sustentable, económicamente rentable y socialmente justa y v) la promoción de líneas de investigación. El 17 de julio de 2014, se promulgó el decreto provincial 5175-G-2014 por medio del cual el Estado provincial establece las pautas generales para la conservación y manejo sustentable de la vicuña. Los principales instrumentos que delinea el decreto son el Reglamento de Conservación y Manejo Sustentable de la Vicuña (RCMSV) el Plan de Conservación y Manejo Sustentable de la Vicuña (PCMSV). La Dirección Provincial de Biodiversidad es designada autoridad de aplicación del RCMSV y contará con la asesoría de la Mesa Vicuñera. 

			Para el manejo y aprovechamiento sustentable de la especie se dictaminó que sólo se podrá evaluar planes de esquila en aquellas áreas que se encuentre fuera de reservas protegidas y cuya población sea superior a 2 vicuñas/km2. Las comunidades interesadas deberán presentar un Plan Local de Conservación de Vicuñas a la Dirección Provincial de Biodiversidad. Dicho plan debe detallar: a) responsable legal del proyecto de manejo, b) datos de la comunidad y de sus miembros, c) responsable técnico, d) denominación y objetivos del proyecto, e) monitoreo precaptura de los rebaños de vicuñas a ser arriados, f) plan de acción para la captura, esquila y liberación, g) características de la infraestructura con la que se cuenta (mangas, corrales, etc.), h) monitoreo postliberación, i) destino de la fibra recolectada, entre otros aspectos. 

			


			2.4 Modelos de aprovechamiento de vicuñas.

			En torno al aprovechamiento de la lana de vicuña se han configurado dos modelos: a) semicautiverio y b) silvestría.

			Desde 1965, técnicos/as de la Estación Experimental Agropecuaria del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria de Abrapampa, provincia Jujuy, vienen desarrollando tecnologías para la cría de vicuñas en semicautiverio. Esta agencia estatal se ha convertido en la generación y difusión de ese modelo, que actualmente es cuestionado por otros actores sociales. 

			La técnica desarrollada consiste en el confinamiento extensivo de vicuñas, sobre especies forrajeras naturales o cultivadas, con un mínimo manejo. En 1994, con un censo de 850 ejemplares, se lanzó el Programa de Experimentación Adaptativa y Difusión de Criaderos de Vicuña entre pequeños productores andinos. Desde la referida EEA se entregaron vicuñas a criaderos particulares, que poseían una superficie promedio de 10 hectáreas y un número de animales que oscilaba entre 12 y 36. Quienes defienden este modelo argumentan su mayor eficiencia y eficacia en la reproducción de animales y en el aprovechamiento de su lana, visando el desarrollo de los pequeños productores de la Puna. Por otro lado, justifican la práctica en un manejo racional de los recursos y argumentan que no se afecta la población silvestre de la especie, más bien se puede aportar a ésta con nuevos individuos. Éste fue el modelo de aprovechamiento de vicuñas silvestres presentado por Argentina ante CITES en 1996, para solicitar la recategorización de la referida especie en Jujuy (Lichtenstein, 2006,141-142). La difusión del aprovechamiento de vicuñas en semicautiverio tuvo amplia difusión en la provincia de Catamarca donde empresarios nacionales e internacionales compraron grandes extensiones de tierras con vicuñas para iniciar emprendimientos comerciales. En la provincia de Jujuy, dicho modelo se ha desarrollado fundamentalmente en la EEA Abrapampa y con los pobladores destinatarios del referido programa. En gran parte de la Puna jujeña y, en especial, en el departamento de Yavi, las tierras están bajo titularidad de comunidades originarias o éstas están tramitando los títulos de propiedad. A diferencia de lo ocurrido en Catamarca, la escasez de tierras disponibles para el mercado inmobiliario ha dificultado la instalación de empresas para el aprovechamiento de vicuñas en la Puna jujeña. 

			Algunos/as biólogos/as cuestionan el aporte que la cría en cautiverio puede tener para resguardar a la especie de su extinción. Dado que dicha práctica supone la selección artificial de individuos, la castración de los machos para facilitar su manejo y una reducción de la tasa de reproducción de la especie puede conducir a la deriva genética y aumento de la endogamia si no se conoce el estado poblacional de los individuos en estado silvestre y no se aplican las prácticas preventivas. (Vilá, 2002 y 2015 y Lichtenstein, 2006). Junto a técnicos de agencias de desarrollo rural estatales (INTA y Secretaría de Agricultura Familiar de la Nación) ponen en cuestionamiento dicho modelo, dados los altos costos de inversión que implican. Solo es viable en emprendimientos empresariales, pues los pobladores andinos no están en condiciones de financiar tal inversión. Entienden que el manejo de vicuñas en silvestría debe estar orientado al beneficio del poblador andino y en el marco del desarrollo sustentable y bienestar animal, conforme se explicita en el Convenio de la Vicuña y la legislación provincial.

			Al modelo de manejo en semicautiverio desarrollado por técnicos/as del INTA se ha contrapuesto el modelo de manejo en silvestría. Desde finales de la década de 1980, investigadores/as de VICAM, conducen estudios en la Puna jujeña sobre el comportamiento y la dinámica poblacional de vicuñas con vistas a generar conocimiento científico que favorezca la preservación y recuperación de la especie en silvestría. Junto investigadores/as de países en los que también hay presencia de vicuña crearon una red en la cual han socializado y producido conocimiento y tecnologías de manejo de vicuña en silvestría bajo prácticas de bienestar animal.
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